
Ley de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal 

 

Al margen superior un escudo que dice: Ciudad de México. Capital en Movimiento 

 

MARCELO LUIS EBRARD CASAUBON, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, a sus habitantes 

sabed: 

 

Que la H. Asamblea Legislativa del Distrito Federal, IV Legislatura, se ha servido dirigirme el 

siguiente: 

 

DECRETO 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal IV Legislatura. 

DECRETA 

LEY DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

TITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

CAPITULO I 

OBJETO, SUJETOS Y APLICACION DE LA LEY 

ARTICULO 1. OBJETO 

La presente Ley es de orden público y observancia general para el Distrito Federal, y tiene como 

objeto establecer el Sistema Integral de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal que será 

aplicable a quienes se atribuya la realización de una conducta tipificada como delito por las leyes 

penales del Distrito Federal y tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad, 

en el que se garanticen los derechos fundamentales que reconoce la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos para todo individuo, así como aquellos derechos específicos que por su 

condición de personas en desarrollo les han sido reconocidos por los instrumentos internacionales y 

demás leyes aplicables, para lograr su reintegración social y familiar, así como el pleno desarrollo 

de su persona y capacidades. 

ARTICULO 2. SUJETOS 

Para los efectos de esta Ley; se entenderá: 

I. Adolescente. Persona cuya edad se encuentra comprendida entre los doce años de edad 

cumplidos y menos de dieciocho años de edad; 

II. Autoridad ejecutora. Unidad Administrativa del Gobierno del Distrito Federal encargada de ejecutar 

las medidas de orientación, protección y tratamiento que se impongan a los adolescentes; 

III. Conducta Tipificada como delito. Conducta tipificada como delito en las leyes penales del Distrito 

Federal; 



IV. Defensor de Oficio. Defensor especializado en justicia para adolescentes adscrito a la Consejería 

Jurídica y de Servicios Legales del Distrito Federal; 

V. Juez. Juez especializado en Justicia para Adolescentes, adscrito al Tribunal Superior de Justicia 

del Distrito Federal; 

VI. Magistrado. Magistrado especializado en justicia para adolescentes adscrito al Tribunal Superior 

de Justicia del Distrito Federal; 

VII. Ministerio Público. Agente del Ministerio Público especializado en Justicia para Adolescentes, 

adscrito a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal; 

VIII. Niño. Persona menor de doce años de edad. 

ARTICULO 3. AMBITO DE APLICACION SEGUN LOS SUJETOS 

Esta Ley se aplica a todo adolescente, a quien se le atribuya la realización de una conducta tipificada 

como delito, en las leyes penales del Distrito Federal. 

También se aplicará esta Ley a los menores de edad que, en el transcurso del proceso y aun durante 

la etapa de ejecución de la medida impuesta, cumplan dieciocho años de edad. Igualmente se 

aplicará cuando los menores de edad sean acusados después de haber cumplido dieciocho años, 

por hechos presuntamente cometidos cuando eran adolescentes, en términos de lo dispuesto por el 

artículo 4 de esta Ley. 

Para los efectos de esta Ley, la edad del adolescente se comprobará con el acta de nacimiento 

respectiva, o bien por documento apostillado o legalizado tratándose de extranjeros. 

Cuando no se cuente con alguno de los documentos previstos en el párrafo anterior, bastará con 

dictamen emitido por médico legista, en la etapa de averiguación previa, y ante el Organo 

Jurisdiccional es requisito el dictamen emitido por dos peritos médicos que para tal efecto designe 

la autoridad correspondiente. 

ARTICULO 4. SISTEMA ESPECIALIZADO PARA ADOLESCENTES 

Todo adolescente que se le atribuya la realización de una conducta tipificada como delito en las leyes 

penales será sujeto al régimen especializado previsto por esta Ley. Ningún adolescente podrá ser 

juzgado como adulto ni se le aplicarán sanciones previstas por las leyes penales para adultos. 

Los adolescentes responderán por sus conductas tipificadas como delitos en la medida de su 

responsabilidad en forma diferente a los adultos. 

Cuando el adolescente sea privado de su libertad, por la aplicación de una medida cautelar de 

aseguramiento o de tratamiento en internación, tendrá que estar en lugares distintos al de los adultos 

y separados por edades y por sexo. 

ARTICULO 5. MENORES DE DOCE AÑOS DE EDAD 

Las personas menores de doce años de edad que hayan realizado una conducta tipificada como 

delito en la Ley, sólo serán sujetos de rehabilitación y asistencia social por las instancias 

especializadas del Distrito Federal. Y no podrá adoptarse medida alguna que implique su privación 

de libertad. 

Cuando el agente del Ministerio Público que haya dado inicio a la Averiguación Previa se percate 

que el adolescente es menor de doce años, dará aviso a la Dirección Ejecutiva de Asuntos Jurídicos 

del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia para el Distrito Federal, donde se tramitará la 

debida asistencia social en beneficio de la rehabilitación del niño involucrado y, en su caso, de su 

familia. 



La Dirección Ejecutiva de Asuntos Jurídicos del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia para 

el Distrito Federal, deberá remitir a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, en un 

término no mayor de 30 días, la información relacionada con el tratamiento que brinde a los menores 

de doce años de edad canalizados. 

ARTICULO 6. ADOLESCENTES CON TRANSTORNO MENTAL 

No se procederá contra adolescentes quienes al momento de realizar una conducta tipificada como 

delito padezcan de algún trastorno mental que les impida comprender la trascendencia y las 

consecuencias de la conducta realizada. Salvo que el adolescente se encuentre en estado de 

ebriedad, bajo el efecto de estupefacientes o psicotrópicos, sin que medie prescripción médica, 

autoprovocado de manera dolosa. Cuando el trastorno mental se presente durante el proceso la 

autoridad competente podrá entregar al adolescente a quien legalmente corresponda hacerse cargo 

de él. 

Cuando se encuentre en la fase de ejecución de las medidas, la autoridad ejecutora deberá solicitar 

la intervención de instituciones médico psiquiátricas para efecto de que rindan su dictamen 

correspondiente y en caso de tratarse de incapacidad permanente, que se hagan cargo del 

tratamiento durante el tiempo que falte para el cumplimiento de la medida impuesta; mientras que 

en el caso de una incapacidad transitoria, se decretará la suspensión del procedimiento o de la 

ejecución, por el tiempo que dure la incapacidad. 

ARTICULO 7. PRESUNCION DE EDAD 

Cuando exista duda de que una persona es adolescente o adulto se le presumirá adolescente y 

quedará sometido a esta Ley, hasta que se pruebe fehacientemente lo contrario. 

Si existen dudas de que una persona es menor o mayor de doce años de edad, se presumirá que es 

niño a dicha edad. En el caso de existir duda de que una persona es menor o mayor de catorce años 

de edad, se presumirá que es menor a la edad antes citada. 

ARTICULO 8. INTERPRETACION Y APLICACION 

La interpretación y la aplicación de las disposiciones contenidas en esta Ley deberán de hacerse en 

armonía con sus principios rectores, así como la normatividad Internacional aplicable en la materia, 

en la forma que mejor garantice los derechos fundamentales y específicos contenidos en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los Tratados Internacionales ratificados 

por los Estados Unidos Mexicanos y en las leyes de aplicación penal para el Distrito Federal. 

CAPITULO II 

PRINCIPIOS Y DERECHOS 

ARTICULO 9. ENUMERACION NO LIMITATIVA 

La enumeración de los principios, derechos y garantías contenidas en este Capítulo no es limitativa 

y se complementa con las disposiciones que en esta materia están contenidas en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales ratificados por los Estados 

Unidos Mexicanos y en las leyes. 

SECCION I 

PRINCIPIOS 

ARTICULO 10. PRINCIPIOS RECTORES 



Son principios rectores para la interpretación y aplicación de esta Ley el respeto de los derechos de 

los adolescentes, el reconocimiento de su calidad como sujeto de derecho, su formación integral, la 

reinserción en su familia y en la sociedad. Así como los siguientes: 

I. Interés superior del adolescente; 

II. Presunción de Inocencia; 

III. Reconocimiento expreso de todos sus derechos y garantías; 

IV. Especialidad; 

V. Mínima intervención; 

VI. Celeridad procesal y flexibilidad; 

VII. Proporcionalidad y racionalidad de la medida; 

VIII. Transversalidad; 

IX. Subsidiariedad; 

X. Concentración de actuaciones; 

XI. Contradicción; 

XII. Continuidad; e 

XIII. Inmediación procesal. 

SECCION II 

DERECHOS 

ARTICULO 11. DERECHOS DE LOS ADOLESCENTES 

Los derechos reconocidos en esta Ley se aplicarán a los adolescentes sin discriminación motivada 

por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 

condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que 

atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar sus derechos y libertades. 

Son derechos del adolescente para los efectos de esta Ley: 

I. Ser tratado con dignidad y respeto; 

II. Se presumirá inocente hasta que se compruebe su participación en la comisión de una conducta 

tipificada como delito; 

III. Que sus padres, representantes legales o encargados conozcan de inmediato cuando se 

encuentre sujeto al proceso que establece esta Ley; 

IV. Desde el inicio del proceso o su detención deberá ser asistido por un defensor de oficio; si así lo 

desea designará a sus expensas, por sí o por sus padres, quienes ejerzan la patria potestad, tutores 

o representantes legales a un defensor privado, con cédula profesional que lo acredite como 

Licenciado en Derecho para que lo asista jurídicamente; en ambos casos deberá estar asistido en 

todos los actos del proceso, aun los de carácter ministerial, y de ejecución de las medidas que le 

impongan; 

V. Durante todas las etapas del proceso, aun las de carácter ministerial, tendrá el derecho a ser 

visitado y a entrevistarse o tener comunicación con su defensor, así como con sus padres, tutores o 



representantes legales, ya sea en forma conjunta o separada, aun cuando no haya rendido su 

declaración. Las entrevistas deberán realizarse bajo un régimen de absoluta confidencialidad; 

VI. Cuando no sepa leer ni escribir las autoridades que integran el Sistema Integral de Justicia se 

asegurarán que esté debidamente informado de cada una de las etapas del proceso, siempre en 

presencia de su abogado defensor y, si así lo solicita, de sus padres, tutores, quienes ejerza la patria 

potestad o lo representen legalmente. Lo contrario es causa de nulidad y de responsabilidad de los 

servidores públicos que hayan intervenido en el proceso; 

VII. Que no se divulgue su identidad, ni el nombre de sus familiares o cualquier dato que permita su 

identificación pública; 

VIII. Cuando pertenezca a un grupo étnico o indígena o no entienda el idioma español deberá ser 

asistido, en todas las etapas del proceso, aun las de carácter ministerial, por un intérprete que 

conozca su lengua; 

IX. Que la carga de la prueba la tenga el agente del Ministerio Público; 

X. Ser oído personalmente en todas las etapas del proceso, aun las de carácter ministerial y que su 

opinión y preferencias sean consideradas al momento de dictarse las determinaciones que incidan 

en su esfera jurídica; 

XI. Comunicarse con sus familiares y a recibir correspondencia; 

XII. Presentar en todo momento peticiones o quejas ante las autoridades que conformen el Sistema 

Integral de Justicia, sin censura pero con respeto, y la autoridad a quien vaya dirigida tendrá la 

obligación de contestar en un plazo máximo de diez días hábiles. Cuando no sepa leer o escribir un 

defensor público tendrá la obligación de asistirlo; 

XIII. Cuando presente algún tipo de discapacidad, deberá recibir el cuidado y atenciones especiales 

que requiera el caso particular; 

XIV. Recibir la visita conyugal cuando estén emancipados; 

XV. Ser juzgados antes de los cuatro meses si se trata de conducta tipificada como delito grave, 

salvo que el adolescente y su defensa renuncien a dicho plazo, sin que pueda exceder de seis 

meses; 

XVI. Que conozca desde el inicio de cada diligencia o actuación el nombre, cargo y función de los 

servidores públicos que intervengan en su desarrollo; 

XVII. Contar con la presencia obligatoria en las diligencias y actuaciones, tanto judiciales como 

ministeriales, de sus padres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad; 

XVIII. Que el órgano responsable de la aplicación, cumplimiento y seguimiento de la medida 

impuesta, otorgará la educación básica obligatoria que establece la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y hasta educación preparatoria, cuando se encuentren sujetos a 

cualquier tipo de medida, aun de carácter cautelar, y de acuerdo a su edad y formación anterior o 

recibir información técnica y formación práctica sobre un oficio, arte o profesión; y 

XIX. Los demás establecidos en esta Ley. 

Las autoridades del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes velarán que no se inflijan, toleren 

o permitan actos de tortura y otros tratos o sanciones crueles, inhumanas o degradantes. 

Las autoridades especializadas en justicia para adolescentes podrán otorgar información sobre 

estadísticas siempre que no contravenga el principio de confidencialidad y el derecho a la privacidad 

consagrado en esta Ley. 



CAPITULO TERCERO 

LOS ORGANOS Y AUTORIDADES ESPECIALIZADAS DE LA JUSTICIA PARA ADOLESCENTES 

ARTICULO 12. JUEZ NATURAL, IMPARCIAL E INDEPENDIENTE 

Ningún adolescente podrá ser juzgado o condenado sino por los tribunales previamente establecidos 

con anterioridad al hecho. 

El juzgamiento y la decisión respecto a las conductas tipificadas como delitos cometidos por los 

adolescentes se llevarán a cabo por jueces pertenecientes al Organo Judicial y sus actuaciones y 

resoluciones serán conforme a la Ley. 

Para los efectos de esta Ley, los órganos y autoridades especializadas de la justicia para 

adolescentes son: 

I. Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal: 

a. Jueces Especializados en Justicia para adolescentes; 

b. Magistrados Especializados en Justicia para adolescentes; 

II. Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal: 

a. Ministerio Público Especializado en Justicia para Adolescentes, quien actúa con el auxilio de los 

agentes de policía; 

III. Consejería Jurídica y de Servicios Legales del Distrito Federal: 

a. Defensores de Oficio especializados en Justicia para Adolescentes; 

IV. Secretaría de Gobierno: 

a. Autoridad ejecutora; y 

b. Centros de Internamiento y de Tratamiento. 

ARTICULO 13. APLICACION SUPLETORIA 

El Código Penal para el Distrito Federal, el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 

y las leyes especializadas tendrán aplicación supletoria para los efectos sustantivos y procesales de 

la presente Ley. 

ARTICULO 14. CONVENIOS 

Para el mejor desempeño de sus funciones, los órganos y autoridades especializadas en justicia 

para adolescentes podrán celebrar convenios con organismos, instituciones públicas o privadas y 

entidades federativas para que participen y colaboren en la consecución de los fines establecidos en 

la presente Ley. 

TITULO SEGUNDO 

DE LOS PROCEDIMIENTOS 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 15. RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES 



Los adolescentes serán responsables por la comisión de las conductas tipificadas como delitos, en 

los casos y términos que se establecen en esta Ley. 

La responsabilidad de los adolescentes se fincará sobre la base del respeto irrestricto al principio de 

culpabilidad por el acto y no admitirá bajo ninguna circunstancia consideraciones acerca de la 

personalidad, peligrosidad, ni de cualquier otra que se funde en circunstancias personales del autor 

de la conducta tipificada como delito. 

ARTICULO 16. OBJETIVO DEL PROCESO 

El proceso tiene como objetivo resolver si un hecho es o no conducta tipificada como delito, 

determinar la responsabilidad o irresponsabilidad de los adolescentes a quienes se atribuya la 

conducta tipificada como delito e imponer las medidas de orientación, protección y tratamiento que 

procedan con arreglo a esta Ley. 

ARTICULO 17. DEBIDO PROCESO 

Todo adolescente sujeto a la presente Ley, tendrá derecho a ser juzgado bajo un sistema que le 

garantice la aplicación de un debido proceso con el fin de reintegrarlo social y familiarmente, para 

que pueda lograr el desarrollo de su persona y de sus capacidades. 

ARTICULO 18. TRATANDOSE DE ADOLESCENTES NO SE APLICARA LA LEY CONTRA LA 

DELINCUENCIA ORGANIZADA 

En ningún caso podrá aplicarse al adolescente la Ley contra la Delincuencia Organizada para el 

Distrito Federal, pero sí su participación en pandilla o asociación delictuosa para aplicar las medidas 

correspondientes por la comisión de conducta tipificada como delito. 

ARTICULO 19. INMEDIACION 

El Juez está obligado a presenciar y dirigir de manera personal cada una de las diligencias y 

actuaciones que se practiquen en el proceso y no podrá delegar dicha obligación en persona alguna. 

El incumplimiento de dicha obligación será causa de nulidad y de responsabilidad para dicho 

funcionario. 

CAPITULO II 

DE LA AVERIGUACION PREVIA 

ARTICULO 20. IDENTIFICACION DEL ADOLESCENTE 

El adolescente deberá proporcionar los datos que permitan su identificación personal, de no hacerlo, 

el Ministerio Público deberá determinarlo dentro de las 48 horas contadas a partir de que el menor 

fue puesto a su disposición, mediante la identificación por testigos, revisión médica u otros medios 

conducentes, siempre salvaguardando su identidad personal y dignidad humana. 

ARTICULO 21. AUXILIARES DEL MINISTERIO PUBLICO 

El Ministerio Público será auxiliado por la policía en el ámbito de sus atribuciones la cual estará bajo 

su autoridad y mando inmediato. 

Asimismo para determinar la edad del menor adolescente, se auxiliará de dos peritos, en los términos 

previstos por el párrafo cuarto del artículo 3 de esta Ley. 

ARTICULO 22. SECRETO EN LA IDENTIDAD Y DATOS DEL ADOLESCENTE 



Toda persona que tenga acceso al expediente donde conste la averiguación previa o el proceso 

estará obligada a no divulgar o publicar cualquier dato que obre en los mismos. Principalmente los 

referidos a la identidad del adolescente. 

ARTICULO 23. CUERPO DE LA CONDUCTA TIPIFICADA COMO DELITO Y PROBABLE 

RESPONSABILIDAD 

El Ministerio Público acreditará el cuerpo de la conducta tipificada como delito de que se trate y la 

probable responsabilidad del adolescente, como base del ejercicio de la acción de remisión; y la 

autoridad judicial, a su vez, examinará si ambos requisitos están acreditados en autos. 

El cuerpo de la conducta tipificada como delito se tendrá por comprobado cuando se demuestre la 

existencia de los elementos objetivos, descriptivos o normativos del tipo penal que integran la 

descripción de la conducta tipificada como delito. 

Para resolver sobre la probable responsabilidad del adolescente, la autoridad deberá constatar que 

no exista acreditada a favor de aquél alguna causa de exclusión y que obren datos suficientes para 

acreditar su probable culpabilidad. 

ARTICULO 24. ELEMENTOS DE CONVICCION QUE ACREDITEN EL CUERPO DE LA 

CONDUCTA TIPIFICADA COMO DELITO Y LA PROBABLE RESPONSABILIDAD 

Durante la fase de investigación, el agente del Ministerio Público deberá realizar todas las actividades 

necesarias para allegarse de los datos y elementos de convicción indispensables que acrediten el 

cuerpo de la conducta tipificada como delito y la probable responsabilidad del adolescente, como 

base del ejercicio de la acción de la remisión. 

ARTICULO 25. ACCIONES CON DETENIDO Y SIN DETENIDO 

En caso de que se ejecute una orden de detención o el agente del Ministerio Público ejercite la acción 

de remisión con detenido, la policía, que se encargue de la detención, pondrá al adolescente a 

disposición del Director del centro de internamiento, en donde deberá estar en un área específica 

que no corresponda a quienes estén cumpliendo con una medida interna definitiva de internamiento; 

y éste lo pondrá a disposición inmediata del juzgado correspondiente. 

Si el adolescente no hubiere sido presentado, el agente del Ministerio Público que tome conocimiento 

de los hechos una vez acreditado el cuerpo de la conducta tipificada como delito y la probable 

responsabilidad, remitirá las actuaciones al Juez correspondiente para que determine conforme a lo 

establecido en los párrafos tercer y último del artículo 28 de esta Ley. 

ARTICULO 26. CONDUCTAS TIPIFICADAS COMO DELITOS CULPOSOS NO GRAVES 

Cuando se trate de conductas tipificadas como delitos culposos, el agente del Ministerio Público 

entregará de inmediato al adolescente a sus padres, representantes legales o encargados, quienes 

quedarán obligados a presentar al adolescente ante la autoridad competente cuando para ello sean 

requeridos, para tal efecto deberán presentar las garantías necesarias, como lo prevé esta Ley. 

El agente Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño y el Juez no podrá 

absolver al adolescente de dicha reparación si ha emitido resolución que lo considera plenamente 

responsable. 

CAPITULO III 

DE LA RESOLUCION INICIAL 

ARTICULO 27. DECLARACION INICIAL 



El Juez al recibir las actuaciones por parte del agente del Ministerio Público que contengan la acción 

de remisión con adolescente detenido, radicará de inmediato el asunto, calificará en su caso de legal 

la detención y tomará la declaración inicial dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir 

de que el Juez realizó la radicación; pronunciará dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes 

resolución inicial, que determine la situación jurídica del adolescente sin perjuicio de que este plazo 

se amplíe por setenta y dos horas más, únicamente si así lo solicitara el adolescente o su defensor 

con la finalidad de aportar pruebas a su favor. 

En este último caso, la ampliación del plazo se hará de inmediato del conocimiento del funcionario 

que tenga a su disposición al adolescente para los efectos de su custodia. 

En caso de acción de remisión sin detenido, el Juez en un término de dos días deberá radicar la 

investigación remitida librando orden de comparencia, cuando se trata de conducta tipificada como 

delito no grave, o de detención para conductas tipificadas como delito graves, y sólo hasta que el 

adolescente es puesto a disposición del Juez comenzarán a correr los términos a que se refiere el 

primer párrafo de este artículo. 

ARTICULO 28. AUDIENCIA INICIAL 

Cuando se ejercite la acción de remisión con detenido, el juez radicará de inmediato el asunto y 

calificará la legalidad de la detención. Celebrará audiencia en la que tomará la declaración inicial del 

adolescente, analizará la pertinencia de las medidas cautelares si el Ministerio Público o la defensa 

lo solicitare. 

Si la detención resultare improcedente, la audiencia se suspenderá y se decretará la inmediata 

libertad del adolescente y se devolverán las actuaciones al Ministerio Público. Cuando las 

actuaciones sean devueltas al Ministerio Público, contará con treinta días para integrar el expediente 

de la averiguación previa para remitirlo nuevamente al Juez. En caso de que el Ministerio Público no 

presentara en el plazo señalado las actuaciones correspondientes, el Juez deberá dictar 

sobreseimiento respecto al proceso de que se trate. 

Para efectos de la celebración de la audiencia, el Juez notificará de manera personal a las partes, 

aclarando el momento en que se realizó la radicación y observando en todo momento el término para 

practicar la declaración inicial del adolescente. En el mismo auto hará del conocimiento del 

adolescente y su defensor el derecho que tienen a ofrecer pruebas, mismas que se desahogarán en 

la audiencia, únicamente las que hayan sido admitidas por el Juez. 

Si la audiencia se suspende a petición del adolescente o su defensor, el Juez, a solicitud del 

representante del Ministerio Público, podrá imponer alguna de las medidas cautelares de las 

previstas en esta Ley hasta que la audiencia se reanude. 

A esta audiencia deberán concurrir el agente del Ministerio Público, el adolescente probable 

responsable, su defensor y, en su caso, podrán asistir, padres, tutores o quienes ejerzan la patria 

potestad o la custodia del adolescente. La ausencia de estos últimos no suspenderá la audiencia. 

Para la celebración de la audiencia, si el adolescente no se encontrara detenido, a solicitud del 

Ministerio Público, el Juez podrá dictar: 

I. Orden de detención, ejecutada por la fuerza pública, cuando la conducta que se investiga sea 

grave, merezca medida de internamiento y exista una presunción razonable, por apreciación de las 

circunstancias del caso particular, de que el adolescente podría no someterse al proceso u 

obstaculizarlo, o se estime que el adolescente puede cometer una conducta tipificada como delito 

doloso contra la propia víctima, alguno de los testigos que depongan en su contra, servidores 

públicos que intervengan en el proceso o contra algún tercero. 

II. Orden de presentación, en todos los demás casos. 



ARTICULO 29. RESOLUCION INICIAL 

La resolución inicial que se dictará por el Juez dentro del plazo previsto en este Capítulo, deberá 

reunir los requisitos siguientes: 

I. Lugar, fecha y hora en que se emita; 

II. Datos del adolescente probable responsable; 

III. Datos de la víctima u ofendido en su caso; 

IV. El tiempo, lugar y circunstancias de los hechos; 

V. Los fundamentos legales, así como los motivos por las cuales se considere que quedó o no 

acreditado el cuerpo de la conducta tipificada como delito y la probable responsabilidad del 

adolescente en su comisión; 

VI. La sujeción del adolescente al proceso con restricción o sin restricción de libertad y la orden de 

practicar el diagnóstico correspondiente o, en su caso, la declaración que no ha lugar a la sujeción 

del mismo; 

VII. La indicación de que el juicio se llevará a cabo en forma oral o escrita, en los términos que señala 

esta Ley; 

VIII. Las determinaciones de carácter administrativo que procedan; y 

IX. El nombre y firma del Juez que la emita y del Secretario de Acuerdos, quien autorizará y dará fe. 

La resolución inicial, se notificará de manera personal a las partes. 

La resolución inicial que se notifique, también deberá contener el término con el que cuentan para el 

ofrecimiento de pruebas, tratándose de proceso escrito. 

Tratándose de proceso oral, la notificación deberá contener el día y la hora en que se desarrollarán 

las dos etapas previstas en el artículo 31 de la presente Ley. 

 

CAPITULO IV 

DE LAS CONDUCTAS TIPIFICADAS COMO DELITOS GRAVES 

ARTICULO 30. CATALOGO DE CONDUCTAS TIPIFICADAS COMO DELITOS GRAVES 

Se califican como conductas tipificadas como delitos graves, para los efectos de esta Ley, los 

siguientes: 

I. Homicidio, previsto en los artículos 123, 125, 126, 128, 129 y 138; 

II. Lesiones, previstas en el artículo 130 fracciones IV a VII, en relación con el 134, así como las 

previstas en el artículo 138; 

III. Secuestro, previsto en los artículos 163, 163 Bis y 166; 

IV. Tráfico de menores, previsto en el artículo 169; 

V. Retención y sustracción de menores o incapaces, previstos en el párrafo segundo del artículo 171 

y 172; 

VI. Violación previsto en los artículos 174 y 175; 



VII. Corrupción de personas menores de edad o personas que no tengan capacidad para comprender 

el significado del hecho o de personas que no tengan la capacidad de resistir la conducta, previstos 

en los artículos 183 y 184; 

VIII. Robo, previsto en el artículo 224 fracción II; así como en el artículo 225; y 

IX. Asociación delictuosa, previsto en el artículo 253. 

Todos los artículos mencionados son del Código Penal para el Distrito Federal. 

CAPITULO V 

DEL PROCESO 

SECCION I 

PROCESO ORAL 

ARTICULO 31. ORALIDAD DEL PROCESO 

El proceso será oral en las conductas tipificadas como delitos no graves. El adolescente, sus padres, 

tutores o quienes ejerzan la patria potestad o la custodia y su defensor podrán solicitar que la 

audiencia se verifique a puerta cerrada. En el proceso deberán estar presentes el Juez, el 

adolescente, su defensor, el ofendido o víctima en su caso, el agente del Ministerio Público y sus 

padres o representantes. La ausencia de estos últimos no suspenderá la audiencia. Y será de la 

siguiente forma: 

I. El proceso deberá realizarse en dos etapas, la primera para determinar si se prueba la existencia 

de la conducta tipificada como delito y la responsabilidad o no del adolescente, misma que deberá 

iniciarse dentro del plazo de tres días siguientes a la notificación de la resolución inicial; y la segunda, 

para la individualización de la medida, en su caso. 

II. El proceso será continuo y se desarrollará en forma ininterrumpida hasta su conclusión. Se podrá 

suspender por única vez y por un plazo máximo de tres días hábiles consecutivos, cuando: 

a) Se debe resolver una cuestión incidental que no pueda, por su naturaleza, resolverse 

inmediatamente; 

b) Tenga que practicarse algún acto fuera de la sala de audiencias, incluso cuando un hecho 

superveniente torne indispensable una investigación suplementaria y no sea posible cumplir los 

actos en el intervalo de dos sesiones; 

c) No comparezcan testigos, peritos o intérpretes, deba practicarse una nueva citación y sea 

imposible o inconveniente continuar la audiencia hasta que ellos comparezcan, incluso 

coactivamente por intermedios de la fuerza pública; 

d) Alguno de los participantes cuya comparecencia sea obligatoria, enferme a tal grado que no pueda 

continuar interviniendo en el proceso; 

e) El defensor o Agente del Ministerio Público no puedan ser reemplazados inmediatamente en caso 

de que enfermen gravemente o fallezcan; o 

f) Alguna catástrofe o algún hecho extraordinario torne imposible su continuación. 

El juez ordenará los aplazamientos que se requieran por causa justificada en caso de enfermedad 

grave, indicando la fecha y la hora en que continuará la audiencia, pero respetando en todo momento 

los tiempos máximos para resolver la controversia. Si se diera el caso de una incapacidad 

permanente de las partes a que se refiere el inciso e) del presente artículo, el juez otorgará un plazo 



de 3 días para que el acusado o la víctima designen a su representante legal, apercibiendo al 

acusado que en caso de no designarlo, se le asignaría un Defensor de Oficio, de igual manera, si se 

tratara de una incapacidad permanente del Ministerio Público, el juez otorgará igual plazo al 

Procurador General de Justicia del Distrito Federal para que sea designado un nuevo Agente del 

Ministerio Público en el asunto de que se trate. 

No será considerado un aplazamiento el descanso de fin de semana o el día feriado o de asueto, 

siempre que la audiencia continúe al día hábil siguiente. 

Si la audiencia no se reanuda a más tardar al cuarto día después de la suspensión, se le impondrá 

al Juez una corrección disciplinaria, a menos que se justifique por enfermedad grave, pero en todo 

caso, si no les fuera posible continuar con el proceso, el Juez deberá solicitar ante su superior 

jerárquico el cambio de Juez para que inicie nuevamente el proceso, o bien, las partes podrán 

hacerlo si el Juez está impedido para hacerlo. 

III. Al iniciar la audiencia del proceso, el Juez debe informar de forma clara y sencilla al adolescente 

sobre sus derechos y garantías y el procedimiento que habrá de desarrollarse durante la celebración 

de la misma. A continuación le dará la palabra al Agente del Ministerio Público para que exponga 

sintéticamente los hechos y la conducta tipificada como delito que se le atribuye al adolescente, y 

luego se dará la palabra al defensor por si desea realizar un alegato inicial; 

IV. Acto seguido, dará intervención al adolescente para que manifieste lo que a su derecho 

convenga, advirtiéndole nuevamente sobre su derecho a declarar si así lo desea o de hacerlo con 

posterioridad durante el proceso. Seguidamente, iniciando con el Ministerio Público, las partes 

ofrecerán en forma verbal las pruebas, aun las que no consten en las actuaciones ministeriales; y el 

juez, una vez que revise su legalidad, las admitirá en forma verbal. A continuación, se recibirán las 

pruebas admitidas en el orden que las partes indiquen, iniciando con las del Ministerio Público; 

V. Durante el desarrollo de la audiencia, todos los alegatos y argumentos de las partes, todas las 

declaraciones, la recepción y calificación de las pruebas y, en general, todas las intervenciones de 

quienes participen en ella, serán en formal oral, pero invariablemente sus intervenciones constarán 

en acta. Las decisiones del Juez serán dictadas, con expresión de sus motivos y fundamentos, 

quedando todos notificados por su emisión. Su parte dispositiva constará luego en el acta que estará 

debidamente firmada por las partes, salvo lo dispuesto para el dictado de la sentencia; 

VI. Cuando la decisión implique un acto de molestia, además de ser dictada oralmente, deberá 

fundarse y motivarse por escrito; 

VII. Quienes no puedan hablar o no lo puedan hacer en español, formularán sus preguntas o 

contestaciones por escrito o por medio de un intérprete o traductor, leyéndose o relatándose las 

preguntas o las contestaciones en la audiencia, conforme a lo prescrito por esta Ley; 

VIII. Durante la audiencia, los peritos y los testigos deberán ser interrogados personalmente. Su 

declaración personal sólo podrá ser sustituida con la lectura de los registros si la misma ya consta 

en anteriores declaraciones y cuando sea necesario auxiliar su memoria o demostrar o superar 

contradicciones entre ellas y las prestadas en la audiencia, y sólo a fin de solicitar las aclaraciones 

pertinentes; 

IX. Los peritos, testigos, intérpretes y traductores citados responderán directamente a las preguntas 

que les formulen el Agente del Ministerio Público o el Defensor. Antes de declarar, los testigos, 

peritos intérpretes y traductores no podrán comunicarse entre sí ni con otras personas, ni ver, oír o 

ser informados de aquello que ocurra en la audiencia; permanecerán en una sala distinta, advertidos 

por el Juez acerca de la regla anterior, y serán llamados en el orden previamente establecido; 



X. El Juez después de tomarle protesta de decir verdad al declarante y advertirle de las 

consecuencias de quienes declaran falsamente, concederá la palabra a la parte que ofreció la 

prueba, para que proceda a interrogarlo y, con posterioridad, a las demás partes que deseen hacerlo; 

XI. Las partes pueden interrogar libremente, pero deberán abstenerse de formular preguntas 

capciosas, impertinentes, compuestas o sugestivas, ni que involucren más de un hecho; 

XII. Sólo las partes podrán objetar la formulación de preguntas capciosas, impertinentes, compuestas 

o sugestivas y el Juez deberá calificar dichas objeciones en ese momento, en caso de desestimar 

dicha objeción, se formulará la pregunta para su respuesta, y en caso de que se considerara fundada 

la objeción, la misma no podrá ser formulada por su oferente, pero tendrá derecho a solicitar que se 

haga constar la negativa de pregunta que se le impidió realizar; 

XIII. Los documentos e informes admitidos previamente serán leídos y exhibidos en la audiencia, 

con indicación de su origen; las grabaciones y elementos de prueba audiovisuales serán 

reproducidos en la audiencia, según su forma de reproducción habitual. El Juez, de oficio o a solicitud 

de parte, podrá prescindir de la lectura íntegra de documentos o informes escritos, o de la 

reproducción total de una grabación, a efecto de leer o reproducir sólo la parte pertinente del 

documento o de la grabación; 

XIV. Los objetos y otros elementos de convicción asegurados serán exhibidos en la audiencia. Todos 

los elementos de convicción podrán ser presentados a los peritos, testigos, traductores, intérpretes, 

o al adolescente, cuando corresponda, durante sus declaraciones, quienes podrán ser invitados a 

reconocerlos o a declarar sobre ellos; 

XV. La ley autoriza incorporar pruebas por lectura, su admisión deberá ser calificada por el Juez; 

XVI. Nunca se podrán incorporar como medio de prueba, o dar lectura, a las actas o documentos 

que den cuenta de las actuaciones o diligencias declaradas nulas por alguna resolución dictada por 

autoridad competente; 

XVII. Terminada la recepción de las pruebas, el Juez concederá sucesivamente la palabra al Agente 

del Ministerio Público y luego al defensor, para que, en ese orden, emitan sus conclusiones; 

XVIII. En caso de manifiesto abuso de la palabra, el Juez llamará la atención a la parte y si ésta 

persiste, podrá limitar racionalmente el tiempo del alegato, según la naturaleza y complejidad de los 

hechos en examen, las pruebas recibidas y las cuestiones a resolver; 

XIX. Acto seguido el Juez preguntará a la víctima u ofendido que esté presente si tiene algo que 

manifestar y, en su caso, le concederá la palabra al adolescente si desea agregar algo más y se 

declarará cerrada la audiencia; 

XX. Durante el desarrollo del proceso, las partes no podrán referirse ni opinar ante el Juez sobre 

algún asunto en trámite, sin la presencia de la contraparte. La infracción a esta norma será 

considerada falta grave en el régimen disciplinario; 

XXI. Inmediatamente después de las conclusiones, el Juez deliberará para decidir sobre la 

responsabilidad del adolescente, sin resolver en este momento respecto de la individualización de la 

medida que, en su caso, sea decretada; 

XXII. La deliberación no podrá durar más de veinticuatro horas, ni suspenderse salvo enfermedad 

grave del juez, en caso contrario, se deberá reemplazar al juez y realizar nuevamente el proceso. En 

caso de enfermedad grave del Juez, la suspensión de la deliberación no podrá ampliarse por más 

de diez días, observándose en todo momento el plazo para resolver la controversia, luego de los 

cuales se deberá reemplazar al Juez y realizar el proceso nuevamente; 

XXIII. El Juez apreciará la prueba según las disposiciones de esta Ley; 



XXIV. En caso de duda el Juez deberá resolver tomando en cuenta lo que más favorezca al 

adolescente; 

XXV. En caso de decretar la plena responsabilidad del adolescente, el Juez citará a las partes dentro 

del plazo de cinco días para que acudan a la audiencia de comunicación de la sentencia, en la cual 

deberá individualizar las medidas y el orden en el que se impondrán; 

XXVI. Para la individualización de la medida, el Juez impondrá la de mayor gravedad que 

corresponda de entre aquellas que de acuerdo con la conducta y la edad del adolescente pueda 

imponer y fijará, en caso de considerarlo procedente, hasta dos medidas de menor gravedad que 

puedan cumplirse simultáneamente como alternativa a la primera, previa aprobación de un programa 

de rehabilitación. En todos los casos el Juez resolverá sobre la reparación del daño, y deberá atender 

también a lo dispuesto en el artículo 86 de esta Ley; 

XXVII. En la audiencia de comunicación de la sentencia deberán estar presentes el adolescente, su 

defensa o representante legal, y el Ministerio Público. Durante la misma, el Juez comunicará su 

resolución y proveerá lo necesario para su ejecución. En caso de que la sentencia declare 

responsable al adolescente, el Juez le explicará la medida que ha decidido imponerle, las razones 

por las que ha decidido hacerlo y las características generales de su ejecución. En la propia 

audiencia, le hará saber las medidas alternativas que ha decretado, las razones de su elección y sus 

características. Explicará al adolescente que así procede para darle la oportunidad de cumplir con 

las medidas alternativas, pero le prevendrá de la posibilidad de que se aplique la más grave en caso 

de incumplimiento. La medida principal, las alternativas y las advertencias en torno al incumplimiento 

de estas últimas formarán parte integral de la sentencia; 

XXVIII. Contra la sentencia procederá el recurso de apelación en los términos que señala esta Ley. 

SECCION II 

PROCESO ESCRITO 

ARTICULO 32. DEL PROCESO ESCRITO 

El proceso será escrito en las conductas tipificadas como delitos graves. Y será de la siguiente forma: 

I. Se tendrá un plazo de tres días hábiles para ofrecer medios de prueba y la obligación de ilustrar al 

juez sobre el valor y el alcance que le pretenden dar a cada una de éstas; y las que se admitan se 

desahogarán en audiencia que deberá de celebrarse dentro de los diez días hábiles posteriores; 

II. El adolescente o su defensor podrán renunciar a los plazos señalados anteriormente, cuando así 

lo consideren necesario para ejercer el derecho de defensa; 

III. El Juez de oficio, y previa la certificación que se haga de los cómputos, dictará auto que determine 

los plazos; 

IV. Transcurridos o renunciados los plazos, el Juez declarará cerrada la instrucción y mandará a 

poner a la vista del Agente del Ministerio Público y de la defensa durante tres días por cada uno, 

para la formulación de conclusiones, las cuales deberán de ofrecerse por escrito. 

Si transcurridos los plazos a que alude el párrafo anterior sin que se hayan formulado las 

conclusiones del Agente del Ministerio Público se tendrán por conclusiones no acusatorias y se dará 

vista al Procurador para que actúe sobre la responsabilidad del Agente del Ministerio Público; en 

iguales circunstancias se estará cuando habiéndose presentado ésta, se omita acusar: 

a) Por alguna conducta tipificada como delito expresada en la resolución inicial; o se trate de 

conducta tipificada como delito diversa. 



b) A persona respecto de quien se abrió el proceso. 

V. Exhibidas las conclusiones se acordará mediante auto, sobre el día y hora para la celebración de 

la vista, que se llevará a cabo dentro de los dos días siguientes; 

VI. Las partes deberán estar presentes en la audiencia. Acto seguido el Juez preguntará a la víctima 

u ofendido que esté presente si tiene algo que manifestar y, en su caso, le concederá la palabra al 

adolescente si desea agregar algo más y se declarará cerrada la audiencia; 

VII. En caso de que no comparezcan las partes se señalará la audiencia al día siguiente; si la 

ausencia fuere injustificada se aplicará una corrección disciplinaria al defensor; o bien, se informará 

al Procurador y al Jefe de la Defensoría de Oficio, en su caso, para que impongan una corrección a 

sus subalternos; 

VIII. Una vez desahogadas las pruebas, el Juez declarará visto el proceso y termina la diligencia; 

IX. El Juez apreciará los medios de prueba conforme a las reglas de valoración previstas en esta 

Ley; 

X. En caso de duda el Juez deberá resolver tomando en cuenta lo que más favorezca al adolescente; 

XI. La sentencia se pronunciará dentro de los diez días siguientes a la vista, si el expediente 

excediera de doscientas fojas se aumentará un día más al plazo señalado, sin que nunca sea mayor 

de quince días hábiles; 

XII. La imposición e individualización de medidas a cargo del Juez para Adolescentes debe sujetarse 

a las siguientes disposiciones: 

a) Sólo podrán imponerse las medidas consideradas en esta Ley, mismas que permitirán la 

reintegración social y familiar del adolescente por aquellas conductas idénticas a las tipificadas como 

delitos por las leyes penales; 

b) La medida será proporcional a las circunstancias y gravedad de la conducta realizada; su 

individualización debe tener en cuenta, la edad y las necesidades particulares del adolescente, así 

como las posibilidades reales de ser cumplida; 

c) La medida de internamiento sólo podrá imponerse de manera excepcional, siempre que se trate 

de conductas tipificadas como delitos graves y en ningún caso a adolescentes menores de catorce 

años de edad; y 

d) Para la individualización de la medida, el Juez impondrá la de mayor gravedad que corresponda 

de entre aquellas que de acuerdo con la conducta y la edad del adolescente pueda imponer y fijará, 

en caso de considerarlo procedente, hasta dos medidas de menor gravedad que puedan cumplirse 

simultáneamente como alternativa a la primera, previa aprobación de un programa de rehabilitación. 

En cualquier caso, el Juez debe atender también lo dispuesto en el artículo 86 de esta Ley. 

XIII. La resolución debe estar debidamente fundada y motivada, escrita en un lenguaje accesible al 

adolescente y deberá contener los siguientes elementos: 

a) Lugar, fecha y hora en que es emitida; 

b) Datos personales del adolescente; 

c) Relación de los hechos, pruebas, alegatos y conclusiones; 

d) Motivos y fundamentos legales que la sustentan; 



e) Argumentos a partir de los cuales se decide si quedó o no acreditada la responsabilidad del 

adolescente; 

f) La medida que en su caso llegue a imponerse, su duración y lugar de aplicación y ejecución así 

como la medida de mayor gravedad, cuando así se determine, que se impondría en el caso de 

incumplimiento; 

g) Las medidas de menor gravedad por las que, en los términos de esta Ley, puede sustituirse la 

medida impuesta, así como el orden en que éstas deban ser consideradas; y 

h) El monto de la reparación del daño a la víctima u ofendido, en su caso. 

XIV. Una vez firmada la sentencia, la autoridad ejecutora establecerá las condiciones y la forma en 

que el adolescente debe cumplir la medida, quedando a su cargo la elaboración de un Programa 

Personalizado de Ejecución; 

XV. El Juez, al dictar sentencia, deberá de tener por comprobada la plena responsabilidad del 

adolescente; 

XVI. Una vez que cause ejecutoria la sentencia donde se imponga alguna medida al adolescente, el 

Juez lo pondrá a disposición de la autoridad ejecutora, conjuntamente con copia certificada de la 

resolución en un plazo no mayor a tres días; 

XVII. Para los efectos de la presente Ley, los plazos serán fatales y empezarán a correr el día 

siguiente al en que se haga la notificación de la resolución que corresponda; 

XVIII. Son días hábiles todos los del año, con excepción de los sábados y los domingos y los que 

señale el calendario oficial; 

XIX. Los días inhábiles no se incluirán en los plazos, a no ser que se trate de resolver sobre la 

situación jurídica inicial del adolescente, en cuyo caso se computarán por horas y se contarán de 

momento a momento; 

XX. Contra la sentencia, procederá el recurso de apelación en los términos que señala la Ley. 

CAPITULO VI 

DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

ARTICULO 33. FORMAS EN QUE PUEDEN APLICARSE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

En el caso de que se suspenda una audiencia o el adolescente no estuviera en un centro de 

internamiento de manera provisional en la forma, bajo las condiciones y por el tiempo que se fija en 

esta Ley, el Juez puede imponer al adolescente, después de escuchar sus razones, las siguientes 

medidas cautelares: 

I. La presentación de una garantía económica suficiente; 

II. La prohibición de salir del país sin autorización, o de la localidad en la cual reside o del ámbito 

territorial que fije el Juez; 

III. La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada, que 

informe regularmente al Juez; 

IV. La obligación de presentarse periódicamente ante el Juez o ante la autoridad que él designe; 

V. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o de visitar ciertos lugares; 



VI. La prohibición de convivir o comunicarse con personas determinadas, siempre que no se afecte 

el derecho de defensa; 

VII. La separación inmediata del domicilio cuando se trate de conductas tipificadas como delitos 

sexuales y la probable víctima conviva con el adolescente; y 

VIII. La detención preventiva en su domicilio, centro médico o instalaciones especializadas. 

Para imponer cualquier tipo de medida cautelar el Ministerio Público deberá acreditar ante el Juez la 

existencia del hecho atribuido y la probable participación del adolescente en él. El Juez podrá 

imponer una o varias de las medidas cautelares previstas en esta Ley y dictar las órdenes necesarias 

para garantizar su cumplimiento. En ningún caso el Juez podrá aplicar estas medidas 

desnaturalizando su finalidad, ni imponer otras más graves que las solicitadas o cuyo cumplimiento 

resulte imposible. 

Las medidas cautelares podrán dictarse y revocarse en cualquier momento hasta antes de dictarse 

sentencia. 

CAPITULO VII 

DE LA DETENCION PROVISIONAL Y LA LIBERTAD PROVISIONAL 

ARTICULO 34. PERIODOS BREVES POSIBLES 

La detención provisional e internamiento del adolescente deberá evitarse y limitarse a circunstancias 

excepcionales, debiéndose aplicar medidas cautelares y definitivas menos gravosas siempre que 

sea posible. Las medidas restrictivas y de la libertad serán aplicadas por los períodos más breves 

posibles. 

ARTICULO 35. DETENCION PREVENTIVA A ADOLESCENTES MENORES DE DIECIOCHO Y 

MAYORES DE CATORCE AÑOS DE EDAD 

La detención preventiva dictada por el Juez respecto de un adolescente de entre catorce y menos 

de dieciocho años de edad y cuya conducta cometida sea tipificada como delito grave, será aplicada 

como último recurso y por el tiempo más breve posible. 

Se consideran como delitos graves los establecidos en el artículo 30 de esta Ley y por ningún motivo 

se considerará grave algún delito que en la legislación penal para adultos aplicable al Distrito Federal 

no sea considerado como tal. 

ARTICULO 36. CASOS EN QUE PROCEDE LA DETENCION PREVENTIVA 

La detención preventiva debe aplicarse sólo de manera excepcional, cuando no sea posible aplicar 

otra medida cautelar menos gravosa y hasta un plazo máximo de seis meses, siempre que: 

I. La conducta atribuida amerite una medida de internamiento; 

II. El adolescente sea mayor de catorce años de edad al momento de cometer el hecho. 

La detención preventiva no podrá combinarse con otras medidas cautelares, y debe ser cumplida en 

instalaciones diferentes a las destinadas al cumplimiento de la medida de internamiento definitiva. 

CAPITULO VIII 

DE LOS MEDIOS DE PRUEBA 

ARTICULO 37. LOS MEDIOS DE PRUEBA QUE SE RECONOCEN 

Esta Ley reconoce como medios de prueba: 



I. La confesión; 

II. Los documentos públicos y privados; 

III. Los dictámenes de peritos; 

IV. La inspección ministerial y judicial; 

V. La declaración de testigos; 

VI. Las presunciones. 

En el proceso ante el Juez son admisibles todos los medios de prueba, salvo que estén prohibidos 

por la Ley, o vaya en contra de la moral y las buenas costumbres. 

También se admitirán como pruebas todos aquellos elementos aportados por los descubrimientos 

de la ciencia. 

ARTICULO 38. VALORACION DE LOS MEDIOS DE PRUEBA 

La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes reglas: 

I. Desde la fase inicial del procedimiento tendrán un valor indiciario las actuaciones practicadas por 

el Agente del Ministerio Público y las practicadas por el Juez harán prueba plena siempre que se 

ajusten a las reglas relativas del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal por lo 

que se refiere a la comprobación del cuerpo del delito; 

II. La aceptación del adolescente de los hechos que se le atribuyan, por sí sola, así como cuando se 

reciba sin la presencia de su defensor, no producirá efecto legal alguno; 

III. Los documentos públicos tendrán valor probatorio pleno, en lo que atañe a los hechos afirmados 

por el funcionario público que los emita; 

IV. El valor del medio de prueba pericial y testimonial, así como los demás elementos de convicción, 

quedan sujetos para su valoración a las normas previstas en el Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal; 

V. Los medios de prueba no tendrán valor si han sido obtenidos por un medio ilícito. Tampoco tendrán 

valor los medios probatorios que no sean incorporados al proceso conforme a las disposiciones de 

esta Ley; 

VI. La confesión debe ser rendida ante el Ministerio Público o bien ante el Juez, sin coacción ni 

violencia física o moral; sobre hechos propios; asistido por su defensor y representante legal; que 

esté el adolescente debidamente enterado del procedimiento; y que no existan otros medios de 

prueba o presunciones que la hagan inverosímil, a juicio del Ministerio Público o del Juez. Ninguna 

confesión o información que haya sido obtenida mediante tortura podrá invocarse como medio de 

prueba; 

VII. Tratándose de los Procesos Orales las pruebas serán valoradas por el Juez según la sana crítica, 

observando las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de la experiencia; y 

tratándose de los Procesos Escritos, se estará a lo establecido por las reglas de valoración previstas 

en este artículo; 

(A) VIII. Cuando obren pruebas obtenidas por la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal 

con equipos y sistemas tecnológicos, las mismas se apreciarán y valorarán en términos de la Ley 

que Regula el Uso de Tecnología para la Seguridad Pública del Distrito Federal. (GODF 24/02/09) 

CAPITULO IX 



DE LA CONCILIACION 

ARTICULO 40. FIN DE LA CONCILIACION 

La conciliación es un procedimiento de justicia alternativa consistente en un acuerdo de voluntades 

realizado entre las partes, con el fin de plantear una solución a su conflicto con la debida asistencia 

y vigilancia de la autoridad ministerial o judicial. 

Durante el desarrollo de la diligencia de conciliación el adolescente y la víctima o el ofendido, deberán 

ser asistidos por su defensor y el Ministerio Público, respectivamente. 

La conciliación puede realizarse en cualquier momento del procedimiento desde que el adolescente 

es puesto a disposición del Ministerio Público. 

Sólo procederá la conciliación siempre que se garantice la reparación del daño y exista un proceso 

de rehabilitación fijado por el Juez, y se trate de una conducta tipificada como delito no grave. 

El Ministerio Público estará obligado a promover el acuerdo de conciliación, en los términos de esta 

Ley. 

CAPITULO X 

CAUSAS DE EXCLUSION DE LA CONDUCTA TIPIFICADA COMO DELITO 

ARTICULO 41. CAUSAS DE EXCLUSION 

Se excluirá al adolescente de su responsabilidad, cuando se demuestre alguna de las siguientes 

causas: 

I. Que la actividad o la inactividad se realice sin intervención de la voluntad del adolescente; 

II. Falte alguno de los elementos que integran la descripción legal de la conducta tipificada como 

delito; 

III. Se actúe con el consentimiento del titular del bien jurídico afectado, o del legitimado legalmente 

para otorgarlo, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos: 

a) Que se trate de un bien jurídico disponible; 

b) Que el titular del bien jurídico, o quien esté legitimado para consentir, tenga la capacidad jurídica 

para disponer libremente del bien; y 

c) Que el consentimiento sea expreso o tácito y no medie algún vicio del consentimiento. 

Se presume que hay consentimiento, cuando la conducta tipificada como delito se realiza en 

circunstancias tales que permitan suponer fundadamente que, de haberse consultado al titular del 

bien o a quien esté legitimado para consentir, éstos hubiesen otorgado el consentimiento; 

IV. Se repela una agresión real, actual o inminente y sin derecho, en defensa de bienes jurídicos 

propios o ajenos, siempre que exista necesidad de la defensa empleada y no medie provocación 

dolosa suficiente e inmediata por parte del agredido o de su defensor; 

V. Se presume que existe legítima defensa, salvo prueba en contrario, cuando se cause un daño a 

quien por cualquier medio trate de penetrar o penetre, sin derecho, al lugar en que habite de forma 

temporal o permanente el que se defiende, al de su familia o al de cualquier persona respecto de las 

que el agente tenga la obligación de defender, a sus dependencias o al sitio donde se encuentren 

bienes propios o ajenos respecto de los que exista la misma obligación. Igual presunción existirá 

cuando el daño se cause a un intruso al momento de sorprenderlo en alguno de los lugares antes 

citados en circunstancias tales que revelen la posibilidad de una agresión; 



VI. Se obre por la necesidad de salvaguardar un bien jurídico propio o ajeno, de un peligro real, 

actual o inminente, no ocasionado dolosamente por el adolescente, lesionando otro bien de menor 

o igual valor que el salvaguardado, siempre que el peligro no sea evitable por otros medios y el 

adolescente no tuviere el deber jurídico de afrontarlo; 

VII. La acción o la omisión se realicen en cumplimiento de un deber jurídico o en ejercicio de un 

derecho, siempre que exista necesidad racional de la conducta empleada para cumplirlo o ejercerlo; 

VIII. Al momento de realizar la conducta tipificada como delito, el adolescente no tenga la capacidad 

de comprender el carácter ilícito de aquél o de conducirse de acuerdo con esa comprensión, en virtud 

de padecer trastorno mental o desarrollo intelectual retardado, a no ser que el adolescente hubiese 

provocado su trastorno mental para en ese estado cometer el hecho, en cuyo caso responderá por 

el resultado típico producido en tal situación. 

Cuando la capacidad a que se refiere el párrafo anterior se encuentre considerablemente disminuida, 

se estará a lo dispuesto en el artículo 65 del Código Penal para el Distrito Federal; 

IX. Se realice la acción o la omisión bajo un error invencible, respecto de: 

a) Alguno de los elementos objetivos que integran la descripción legal de la conducta típica de que 

se trate; o 

b) La ilicitud de la conducta tipificada como delito, ya sea porque el adolescente desconozca la 

existencia de la Ley o el alcance de la misma o porque crea que está justificada su conducta tipificada 

como delito. Si los errores a que se refieren los incisos anteriores son vencibles, se estará a lo 

dispuesto en el artículo 83 del Código Penal para el Distrito Federal. 

X. En atención a las circunstancias que concurren en la realización de una conducta tipificada como 

delito, no sea racionalmente exigible al adolescente una conducta diversa a la que realizó, en virtud 

de no haberse podido conducir conforme a derecho. 

Las causas mencionadas anteriormente se resolverán de oficio, en cualquier estado del 

procedimiento. 

Si en los casos de las fracciones IV, V y VI de este artículo el adolescente se excediere, se estará a 

lo previsto en el artículo 83 del Código Penal para el Distrito Federal. 

 

CAPITULO XI 

DE LA DEFENSA DEL ADOLESCENTE 

ARTICULO 42. EL OBJETO DE LA DEFENSORIA PARA ADOLESCENTES 

La Defensoría de Oficio tiene como objeto primordial el proporcionar de forma obligatoria y gratuita, 

los servicios de asesoría, asistencia y defensa jurídica; así como la tutela de los intereses legítimos 

y superiores del adolescente, ante la autoridad administrativa o judicial. 

ARTICULO 43. PERSONAL DE LA DEFENSORIA DE OFICIO 

La Defensoría de Oficio contará con el número de defensores, así como el personal técnico 

administrativo que se determine en la Ley de la Defensoría de Oficio para el Distrito Federal. 

ARTICULO 44. INTERVENCION DE LOS DEFENSORES DE OFICIO 



La intervención de los Defensores adscritos a la Defensoría de Oficio deberá realizarse en todos los 

procedimientos; así como en las fases de aplicación de medidas de orientación, protección, 

tratamiento en internamiento y externación y en la fase de seguimiento. 

CAPITULO XII 

DE LA SUSPENSION DEL PROCEDIMIENTO 

ARTICULO 45. CASOS EN QUE PROCEDE LA SUSPENSION 

El procedimiento se suspenderá de oficio en los siguientes casos: 

I. Cuando después de transcurridos tres meses de la fecha en que quede radicado, no se ha 

localizado o presentado el adolescente ante el Juez competente; 

II. Cuando al adolescente se le tenga por sustraído de la acción de la justicia; y 

III. Por incapacidad temporal, física y/o mental del adolescente para continuar el procedimiento. 

ARTICULO 46. SUSPENSION POR INCAPACIDAD TEMPORAL, FISICA Y/O MENTAL 

En los casos previstos en la fracción III del artículo anterior, la suspensión del procedimiento 

procederá también a petición del defensor, padres, representantes legales, encargados o quienes 

ejerzan la patria potestad del adolescente, y será decretado por Juez competente, dicha resolución 

podrá ser impugnada por parte legítima en el proceso estándose a lo dispuesto por el artículo 6 de 

esta Ley. 

ARTICULO 47. DESAPARICION DE LA CAUSA DE SUSPENSION 

Cuando se tenga conocimiento que ha desaparecido la causa de suspensión del procedimiento, el 

órgano que corresponda, de oficio o a petición del Ministerio Público, decretará la continuación del 

mismo, siempre y cuando se haya determinado una incapacidad transitoria, cuando se trate de una 

permanente se estará a lo previsto por el artículo 6 de esta Ley. 

CAPITULO XIII 

DEL SOBRESEIMIENTO 

ARTICULO 48. PROCEDENCIA DEL SOBRESEIMIENTO 

Procede el sobreseimiento en los siguientes casos: 

I. Por muerte del adolescente; 

II. Por incapacidad permanente mental y/o física grave o incurable determinada a juicio de peritos; 

III. Por desistimiento expreso de la parte ofendida en los casos en que así proceda; 

IV. Cuando se compruebe durante el procedimiento que la conducta atribuida al adolescente no se 

tipifica como delito por las leyes penales; 

V. En aquellos casos en que se compruebe con el acta del registro civil o en su defecto en los 

dictámenes médicos respectivos, que el probable adolescente, al momento de cometer la conducta 

tipificada como delito por las leyes penales, era menor de doce años de edad o mayor de dieciocho 

años de edad, en cuyo caso se pondrá a disposición de la autoridad competente, acompañando las 

constancias de autos; y 

VI. Cuando el Agente del Ministerio Público no aporte elementos para continuar con el proceso en la 

etapa de la resolución inicial. 



ARTICULO 49. SE DECRETA EL SOBRESEIMIENTO 

Al quedar comprobada cualquiera de las causales enumeradas en el artículo precedente, los Jueces 

o Magistrados de este Sistema decretarán de oficio o a petición de parte el sobreseimiento y darán 

por terminado el procedimiento. 

CAPITULO XIV 

DE LA PRESCRIPCION 

ARTICULO 50. EXTINCION DE LA PRETENSION POR PRESCRIPCION 

La facultad de las autoridades, para conocer de las conductas tipificadas como delitos, se extingue 

en los plazos y conforme a lo establecido en la presente Ley y para ello bastará el transcurso del 

tiempo. La prescripción es personal y extingue la pretensión de la medida a aplicar o la potestad para 

ejecutarla. 

ARTICULO 51. DE OFICIO 

La prescripción surtirá sus efectos aunque no la alegue como excepción el defensor del adolescente. 

Los Jueces deberán decretarla de oficio, cuando tengan conocimiento de aquélla sea cual fuere el 

estado del procedimiento, las resoluciones que se emitan en este sentido podrán ser impugnadas 

por parte legítima en el proceso. 

ARTICULO 52. PLAZOS CONTINUOS 

Los plazos para la prescripción serán continuos, en ellos se considerarán las conductas tipificadas 

como delitos, con sus modalidades y se contarán: 

I. A partir del momento en que se consumó la conducta tipificada como delito, si fuere instantánea; 

II. A partir del día que se realizó el último acto de ejecución o se omitió la conducta debida, si ésta 

fuera en grado de tentativa; 

III. Desde la cesación de la consumación de la conducta permanente; y 

IV. Desde el día en que se realizó la última conducta, si ésta fuera continuada. 

ARTICULO 53. FORMA EN LA QUE CORREN LOS PLAZOS DE PRESCRIPCION 

Los plazos para la prescripción de la aplicación de las medidas serán igualmente continuos y 

correrán desde el día siguiente a aquél en el que el adolescente, aun cuando haya cumplido la 

mayoría de edad, se sustraiga a la acción de los órganos y autoridades especializadas en Justicia 

para Adolescentes. Se tendrá por sustraído cuando el Ministerio Público haya emitido oficio de orden 

de localización o se haya emitido la orden detención. 

ARTICULO 54. TERMINOS DE PRESCRIPCION 

La prescripción opera en un año si para corregir la conducta del adolescente sólo se previere la 

aplicación de medidas de orientación o de protección, y si se tratare de aquellas conductas a las que 

deba aplicarse el tratamiento en internamiento, la facultad de los órganos y autoridades 

especializadas operará en el plazo que como mínimo se haya señalado para aplicar las medidas de 

tratamiento, sin que en ningún caso sea menor de tres años. 

ARTICULO 55. PRESCRIPCION EN EL CASO DE SUSTRACCION 

Cuando el adolescente sujeto a tratamiento en internamiento o en libertad se sustraiga al mismo, se 

necesitará para la prescripción, tanto tiempo como el que hubiese faltado para cumplirlo y la mitad 

más, pero no podrá ser menor de un año ni mayor a cinco años. 



TITULO TERCERO 

DE LAS MEDIDAS 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 56. LA FINALIDAD DE LAS MEDIDAS SANCIONADORAS 

Las medidas reguladas por esta Ley tienen como finalidad la reintegración social y familiar del 

adolescente y brindarle una experiencia de legalidad, así como valorar los beneficios de la 

convivencia armónica, del civismo y del respeto de las normas y de los derechos de los demás y 

serán impuestas por la autoridad judicial; se instrumentarán en lo posible, con la participación de la 

familia, de la comunidad y, en su caso, con el apoyo de los especialistas, atendiendo en todo 

momento a la protección integral y al interés superior del adolescente. 

ARTICULO 57. LIMITACION DE LAS MEDIDAS 

Todas las medidas reguladas por esta Ley, están limitadas en su duración y no podrán, bajo ninguna 

circunstancia, superar el máximo previsto para cada una de ellas. Ello no excluye la posibilidad de 

determinar el cumplimiento de la medida antes de tiempo, ni adecuarla en beneficio del sujeto de la 

misma, en los términos previstos por esta Ley. 

La decisión sobre la medida que corresponde ser impuesta debe tener relación directa con los daños 

causados, así como la intencionalidad de ocasionarlos. 

ARTICULO 58. INDIVIDUALIZACION Y ADECUADA MEDIDA APLICABLE 

El Juez, al dictar resolución definitiva, determinará las medidas aplicables y las individualizará dentro 

de los límites señalados, con base en la gravedad de la conducta tipificada como delito y la edad del 

sujeto, tomando en cuenta: 

I. La naturaleza de la acción u omisión y los medios empleados para ejecutarla; 

II. La magnitud del daño causado al bien jurídico o el peligro en que éste fue colocado; 

III. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión del hecho realizado; 

V. La forma y grado de intervención del adolescente en la comisión de la conducta tipificada como 

delito; 

VI. Los vínculos de parentesco, amistad o relación entre el activo y el pasivo, así como su calidad y 

la de la víctima u ofendido; 

V. La edad, el nivel de educación, las costumbres, condiciones sociales, económicas y culturales del 

adolescente, así como los motivos que lo impulsaron o determinaron a realizar la conducta tipificada 

como delito. Cuando el procesado pertenezca a un grupo étnico o pueblo indígena, se tomarán en 

cuenta, además, sus usos y costumbres; 

VI. Las condiciones fisiológicas y psíquicas específicas en que se encontraba el adolescente en el 

momento de la comisión de la conducta tipificada como delito; 

VII. Las circunstancias del activo y pasivo antes y durante la comisión de la conducta tipificada como 

delito, que sean relevantes para individualizar la sanción, así como el comportamiento posterior del 

adolescente con relación a la conducta tipificada como delito; y 

VIII. Las demás circunstancias especiales del adolescente, que sean relevantes para determinar la 

posibilidad que tuvo de haber ajustado su conducta a las exigencias de la norma. 



Para la adecuada aplicación de la medida, el Juez deberá tomar conocimiento directo del 

adolescente, de la víctima y de las circunstancias del hecho y, en su caso, requerirá los dictámenes 

técnicos que señala esta Ley. 

ARTICULO 59. CRITERIOS PARA APLICAR LA MEDIDA 

Las medidas que deben cumplirse en libertad son de aplicación prioritaria, en tanto las que implican 

privación de libertad se aplicarán como último recurso y por el menor tiempo posible. Cuando se 

unifiquen medidas, deberá estarse a los máximos legales que para cada medida prevé la Ley, sin 

dejar de observar el avance que tenga el adolescente en su rehabilitación, tomándose en cuenta 

para lograr su libertad de manera anticipada y según lo determine la autoridad ejecutora. 

CAPITULO II 

DE LAS MEDIDAS DE ORIENTACION Y DE PROTECCION 

ARTICULO 60. EN QUE CONSISTE LA MEDIDA DE ORIENTACION Y PROTECCION 

Las medidas de orientación y protección consisten en apercibimientos, mandamientos o 

prohibiciones impuestos por el Juez con el fin de regular el modo de vida de los adolescentes en lo 

que se refiere a conductas que afectan el interés de la sociedad, protegiendo sus derechos, 

promoviendo su información, la comprensión del sentido que tiene la medida, el fomento de vínculos 

socialmente positivos y el pleno desarrollo de su personalidad y en ningún caso podrán ser inferiores 

a seis meses, ni exceder de un año. 

De igual manera, en las medidas a imponer que estime pertinentes el Juez, debe considerarse que 

se impongan las sanciones que no pongan en riesgo la seguridad e integridad de la víctima. 

ARTICULO 61. TIPOS DE MEDIDAS DE ORIENTACION 

Son medidas de orientación las siguientes: 

I. La amonestación; 

II. El apercibimiento; 

III. Prestación de servicios en favor de la Comunidad; 

IV. La formación ética, educativa y cultural; y 

V. La recreación y el deporte. 

ARTICULO 62. LA AMONESTACION 

La amonestación es una advertencia que el Juez hace al adolescente de modo concreto, 

explicándole las razones que hacen reprochables los hechos cometidos, así como las consecuencias 

de dicha conducta para él y la víctima u ofendido, exhortándolo para que, en lo sucesivo, evite tales 

conductas. Cuando corresponda, deberá advertir a los padres, tutores o responsables sobre la 

conducta seguida y les indicará que deben colaborar al respeto de las normas legales y sociales. 

ARTICULO 63. EL APERCIBIMIENTO 

El apercibimiento radica en una conminación enérgica que el Juez hace al adolescente en forma 

oral, clara y directa, en un único acto, para hacerle comprender la gravedad de la conducta realizada 

y las consecuencias que la misma ha tenido o pudo haber tenido, tanto para la víctima o el ofendido, 

como para el propio adolescente, instándolo a cambiar su comportamiento, a no reincidir y 

conminándolo a aprovechar la oportunidad que se le da al imponérsele esta medida, que es la más 

benévola entre las que considera esta Ley. La finalidad de esta medida es la de conminar al 



adolescente para que evite la futura realización de conductas tipificadas como delitos en las leyes 

penales así como advertirle que en el caso de reincidir en su conducta, se le aplicará una medida 

más severa. 

ARTICULO 64. SERVICIOS A FAVOR DE LA COMUNIDAD 

En cumplimiento de la medida de prestación de servicios a favor de la comunidad, el adolescente 

debe realizar actividades gratuitas de interés general, en entidades de asistencia pública o privada, 

hospitales, escuelas u otros del sector público y social. La finalidad de esta medida es inculcar en el 

adolescente el respeto por los bienes y servicios públicos, así como el valor que éstos representan 

en la satisfacción de las necesidades comunes. 

Los servicios a prestar deben asignarse conforme a los fines de las medidas previstos por esta Ley 

y a las aptitudes del adolescente. No pueden exceder en ningún caso de doce horas semanales que 

pueden ser cumplidas en sábado, domingo, días feriados o en días hábiles, pero en todo caso, deben 

ser compatibles con la actividad educativa o laboral que el adolescente realice. 

La naturaleza del servicio prestado por el adolescente deberá estar vinculada, cuando sea posible, 

con la especie del bien jurídico lesionado por la conducta realizada. 

ARTICULO 65. FORMACION ETICA, EDUCATIVA Y CULTURAL 

La formación ética, educativa y cultural consiste en brindar al adolescente, con la colaboración de su 

familia, la información permanente y continua, en lo referente a problemas de conducta de menores 

con relación a los valores de las normas morales, sociales y legales, sobre adolescencia, fármaco-

dependencia, familia, sexo y uso del tiempo libre en actividades culturales. 

ARTICULO 66. RECREACION Y DEPORTE 

La recreación y el deporte tienen como finalidad inducir al adolescente a que participe y realice las 

actividades antes señaladas, coadyuvando a su desarrollo integral. 

ARTICULO 67. TIPOS DE MEDIDAS DE PROTECCION 

Son medidas de protección las siguientes: 

I. Vigilancia familiar; 

II. Libertad asistida; 

III. Limitación o prohibición de residencia; 

IV. Prohibición de relacionarse con determinadas personas; 

V. Prohibición de asistir a determinados lugares; 

VI. Prohibición de conducir vehículos motorizados; 

VII. Obligación de acudir a determinadas instituciones para recibir formación educativa, técnica, 

orientación o asesoramiento; 

VIII. Obligación de abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, narcóticos o psicotrópicos. 

ARTICULO 68. VIGILANCIA FAMILIAR 

La vigilancia familiar consiste en la entrega del adolescente que hace el Juez a sus padres, 

representantes legales o a sus encargados, responsabilizándolos de su protección, orientación y 

cuidado, así como de su presentación periódica en los centros de tratamiento que se determinen, 



con la prohibición de abandonar el lugar de su residencia, sin la previa autorización de la Autoridad 

Ejecutora. 

ARTICULO 69. LIBERTAD ASISTIDA 

La libertad asistida consiste en la obligación del adolescente a someterse a la vigilancia y supervisión 

de la Autoridad Ejecutora con quien se desarrollará un programa personalizado, cuyo fin es su 

incorporación social. 

La finalidad de esta medida es inculcar en el adolescente el aprecio por la vida en libertad y la 

importancia que en la convivencia común tiene el respeto a los derechos de los demás. 

ARTICULO 70. PROHIBICION DE RESIDENCIA 

La prohibición de residencia consiste en obligar al adolescente a que evite residir en lugares en los 

que la convivencia social es perjudicial para su desarrollo biopsicosocial. La finalidad de esta medida 

es modificar el ambiente cotidiano del adolescente para que se desenvuelva en un contexto proclive 

al respeto por la Ley y los derechos de los demás. En ningún caso esta medida podrá consistir en 

una privación de la libertad. 

ARTICULO 71. DETERMINACION DEL LUGAR PROHIBIDO A RESIDIR 

El juez al imponer la medida, debe establecer el lugar donde el adolescente tenga prohibido residir. 

ARTICULO 72. PROHIBICION DE RELACIONARSE CON DETERMINADAS PERSONAS 

La prohibición de relacionarse con determinadas personas, consiste en obligar al adolescente a no 

frecuentar a personas de las que se presume contribuyen en forma negativa a su desarrollo 

biopsicosocial. La finalidad de esta medida es evitar la utilización o inducción del adolescente por 

parte de otras personas, en el aprendizaje y realización de conductas socialmente negativas. 

ARTICULO 73. PRECISION EN LA MEDIDA 

El Juez al determinar esta medida, debe indicar, en forma precisa, con qué personas no deberá 

relacionarse el adolescente y las razones por las cuales se toma esta determinación. 

ARTICULO 74. PROHIBICION HACIA UN MIEMBRO FAMILIAR O PERSONA DE IGUAL 

RESIDENCIA QUE EL ADOLESCENTE 

Cuando la prohibición se refiera a un miembro del núcleo familiar del adolescente o a cualquier otra 

persona que resida en el mismo lugar que él, la medida deberá aplicarse de forma excepcional. 

ARTICULO 75. PROHIBICION DE ASISTIR A DETERMINADO LUGAR 

La prohibición de asistir a determinados lugares consiste en obligar al adolescente a que no asista a 

ciertos domicilios o establecimientos que resulten inconvenientes para un desarrollo biopsicosocial 

pleno de su personalidad. La finalidad de esta medida es evitar que el adolescente tenga contacto 

con establecimientos en los que priven ambientes que motiven aprendizajes socialmente negativos, 

desvaloración de la Ley y de los derechos de los demás. 

ARTICULO 76. PRECISION DE LOS LUGARES A QUE NO PUEDE ASISTIR 

El Juez deberá indicar en forma precisa los lugares que no podrá asistir o frecuentar el adolescente, 

las razones que motivan esta decisión así como su duración. 

ARTICULO 77. PROHIBICION DE CONDUCIR VEHICULOS AUTOMOTORES 



La prohibición de conducir vehículos automotores es la obligación al adolescente de abstenerse de 

la conducción de los mismos, cuando haya cometido una conducta tipificada como delito al conducir 

un vehículo motorizado. 

La medida implica la inhabilitación para obtener permiso o licencia de conducir, o la suspensión del 

mismo si ya hubiere sido obtenido, por lo que el Juez hará del conocimiento de las autoridades 

competentes esta prohibición, para que nieguen, cancelen o suspendan el permiso del adolescente 

para conducir vehículos motorizados. La finalidad de esta medida es que el adolescente aprenda el 

valor de la confianza en el otorgamiento de una prerrogativa y las consecuencias de faltar a ella. 

ARTICULO 78. OBLIGACION DE ACUDIR A DETERMINADAS INSTITUCIONES 

El Juez podrá imponer al adolescente la obligación de acudir a determinadas instituciones para 

recibir formación educativa, capacitación técnica, orientación o asesoramiento. La finalidad de esta 

medida es motivar al adolescente a concluir sus estudios, en el nivel educativo que le corresponda, 

así como para recibir formación técnica o, en su caso, para estar en condiciones de ingresar a la 

educación superior. 

ARTICULO 79. PRECISAR EL PLAZO Y LA INSTITUCION PARA SU INGRESO 

El Juez deberá indicar en la sentencia el plazo y la Institución en el que el adolescente debe acreditar 

haber ingresado, la cual puede ser impugnada por parte legítima en el proceso. 

ARTICULO 80. CAUSAS DE REVOCACION DE LA MEDIDA DE ACUDIR A DETERMINADA 

INSTITUCION 

La inasistencia, la falta de disciplina y la no aprobación del grado escolar, de conformidad con los 

requisitos y condiciones exigidos por el centro respectivo, son causas de revocación de esta medida. 

ARTICULO 81. ABSTENERSE DE INGERIR BEBIDAS ALCOHOLICAS, NARCOTICOS O 

PSICOTROPICOS 

La medida de abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, narcóticos o psicotrópicos consiste en 

obligar al adolescente a que no consuma este tipo de bebidas o sustancias en cualquier lugar público 

o privado; cuando se haya comprobado que la conducta fue realizada como consecuencia de 

haberlas ingerido, se le someterá a una terapia, cuyos avances deberán ser notificados al Juez. 

La finalidad de esta medida es obstaculizar el acceso del adolescente al alcohol y todo tipo de 

sustancias prohibidas, para garantizar su desarrollo biopsicosocial. 

La contravención que de esta prohibición haga el adolescente será causa de revocación de la medida 

por parte del Juez. 

CAPITULO III 

MEDIDAS DE TRATAMIENTO 

ARTICULO 82. TRATAMIENTO 

Se entiende por tratamiento, la aplicación de sistemas o métodos especializados, con aportación de 

las diversas ciencias, técnicas y disciplinas pertinentes e inscritas en la doctrina de protección 

integral en los Tratados Internacionales y derivadas de las leyes en la materia. 

ARTICULO 83. FINALIDAD DE LAS MEDIDAS DE TRATAMIENTO 

Las medidas tienen la finalidad de fomentar la formación integral del adolescente, su reintegración 

familiar y social como las bases fundamentales para el pleno desarrollo de sus capacidades. Las 



autoridades de Ejecución deberán velar para el cumplimiento de las medidas de tratamiento que 

tienen como objeto: 

I. Lograr su autoestima a través del desarrollo de sus potencialidades y autodisciplina necesaria para 

propiciar en el futuro el equilibrio entre sus condiciones de vida individual, familiar y colectiva; 

II. Modificar los factores negativos de su estructura biopsicosocial para propiciar un desarrollo 

armónico, útil y sano, éstos pueden consistir en asignarle un lugar de residencia determinado o 

disponer que se cambie del en que reside, o prohibirle frecuentar determinados lugares o personas; 

III. Promover y propiciar la estructuración de valores y la formación de hábitos que contribuyan al 

adecuado desarrollo de su personalidad obligándolo a matricularse y asistir a un centro de educación 

formal o de aprendizaje de una profesión o capacitación para el trabajo; 

IV. Reforzar el reconocimiento y respeto a las normas morales, sociales y legales, y de los valores 

que éstas tutelan; así como llevarlo al conocimiento de los posibles daños y perjuicios que pueda 

producirle su inobservancia; 

V. Fomentar los sentimientos de solidaridad social, tolerancia, democracia; y 

VI. Restauración a la víctima. 

Las medidas de tratamiento se aplicarán de manera integral, con el objeto de incidir en todos los 

aspectos que contribuyan al pleno y libre desarrollo de su personalidad y de sus potencialidades. 

ARTICULO 84. TRATAMIENTO EN INTERNAMIENTO 

Son medidas de tratamiento en internamiento sólo en caso de infracción de manera grave a las leyes 

penales, las siguientes: 

I. Internamiento durante el tiempo libre; y 

II. Internamiento en centros especializados. 

ARTICULO 85. INTERNAMIENTO DURANTE EL TIEMPO LIBRE 

El internamiento durante el tiempo libre consiste en alojar al adolescente en un Centro de 

Internamiento, la duración de esta medida no podrá exceder de seis meses. 

Se considera tiempo libre aquél durante el cual el adolescente no deba cumplir con su horario escolar 

o de trabajo u otra actividad formativa que ayude a su integración familiar o comunitaria. 

Los espacios destinados al internamiento en tiempo libre no tendrán seguridad extrema y deben 

estar totalmente separados de aquéllos destinados al cumplimiento de la medida de internamiento 

definitivo. 

ARTICULO 86. INTERNAMIENTO EN CENTROS ESPECIALIZADOS 

El internamiento consiste en la privación de la libertad del adolescente y se debe cumplir 

exclusivamente en los centros de internamiento, y será una medida de carácter excepcional, la cual 

sólo podrá aplicarse a las conductas tipificadas como delitos considerados como graves y sólo será 

impuesta a los adolescentes que sean mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho 

años de edad. 

La medida de internamiento en centros especializados es la más grave prevista en esta Ley. Su 

duración deberá tener relación directa con los daños causados, sin poder exceder de cinco años y 

será determinada por el Juez conforme a los criterios establecidos por esta Ley, el Código Penal y 



otras leyes específicas con penas punitivas previstas en dichos ordenamientos legales. Dicha 

determinación podrá ser impugnada por parte legítima dentro del proceso. 

Sin perjuicio de lo anterior se sancionará exclusivamente con medidas de internamiento las 

conductas tipificadas como delitos graves previstas en el artículo 30 de esta Ley. 

Los centros de tratamiento brindarán a los adolescentes internos orientación ética y actividades 

educativas, laborales, pedagógicas, formativas, culturales, terapéuticas y asistenciales, así mismo 

deberán procurar en el adolescente el respeto de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales de sí mismo y de los demás, así como promover la importancia de su reintegración 

en su familia y en la sociedad, mediante el pleno desarrollo de sus capacidades y de su sentido de 

responsabilidad. 

Los sistemas de tratamiento serán acordes a las características de los adolescentes internos, 

atendiendo a su sexo, edad, grado de desintegración social, naturaleza y gravedad de la infracción 

y deberán lograr: 

a) Satisfacer las necesidades básicas del adolescente; 

b) Crear condiciones para su desarrollo personal; 

c) Reforzar su sentido de dignidad y autoestima; 

d) Minimizar los efectos negativos que la sanción pueda impactar en su vida futura; 

e) Fomentar, siempre que sea pertinente, sus vínculos familiares; y 

f) Incorporar activamente al adolescente en su plan individual del tratamiento de medidas. 

ARTICULO 87. DURACION DE LA MEDIDA DE INTERNAMIENTO 

La imposición de la medida de internamiento, tendrá una duración de seis meses a cinco años y se 

extinguirá en los Centros de Internamiento que para tal efecto señale la Autoridad Ejecutora. 

ARTICULO 88. CLASIFICACION Y TRATAMIENTO 

La unidad administrativa encargada de la prevención y tratamiento de adolescentes, contará con los 

centros de tratamiento interno que sean necesarios para lograr la adecuada clasificación y 

tratamiento diferenciado de adolescentes. 

ARTICULO 89. REVOCACION DE LA MEDIDA IMPUESTA 

Si se incumple cualquiera de las obligaciones previstas por los artículos que anteceden, el Juez de 

oficio o a petición de parte podrá revocar o modificar la medida impuesta. 

CAPITULO IV 

DE LA REPARACION DEL DAÑO 

ARTICULO 90. EXIGIBILIDAD DE LA REPARACION DEL DAÑO DESPUES DE SENTENCIA 

Una vez dictada la sentencia, la reparación del daño derivado de la realización de una conducta 

tipificada como delito puede solicitarse por la víctima u ofendido o sus representantes legales ante 

el Juez que imponga la medida. 

ARTICULO 91. POSIBILIDAD DE RESOLVER LA REPARACION DE DAÑO MEDIANTE 

CONVENIO DE LAS PARTES 



Los Jueces, una vez que la o las personas debidamente legitimadas soliciten el pago de los daños 

causados, correrán traslado de la solicitud respectiva al adolescente y su defensor y citarán a las 

partes para la celebración de una audiencia de conciliación, que se llevará a cabo dentro de los diez 

días siguientes a la notificación, en la cual se procurará el avenimiento de las mismas, proponiéndole 

las alternativas que estimen pertinentes para solucionar esta cuestión incidental. 

Si las partes llegaran a un convenio, éste se aprobará de plano, tendrá validez y surtirá los efectos 

legales correspondientes tanto por su cumplimiento como por el incumplimiento de alguna de las 

partes ante las instancias correspondientes. 

En atención a la finalidad de esta medida, se procurará que la reparación del daño consista en 

acuerdos restaurativos y no necesariamente en el pago de una suma de dinero, pero cuando ello 

sea inevitable, se procurará que éste provenga del propio esfuerzo del adolescente. 

TITULO CUARTO 

DEL RECURSO 

CAPITULO UNICO 

ARTICULO 92. OBJETO Y EFECTOS DEL RECURSO DE APELACION 

El recurso de apelación tiene por objeto la revisión de la legalidad de las resoluciones dictadas por 

los Jueces conforme a lo previsto en esta Ley. 

El recurso de apelación tendrá los mismos efectos a que se hace referencia en el Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

ARTICULO 93. PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACION 

El recurso de apelación sólo procederá: 

I. Contra las sentencias definitivas; 

II. Contra la resolución inicial; 

III. Los autos que se pronuncien sobre cuestiones de jurisdicción o competencia; 

IV. El auto de ratificación de la detención; 

V. El auto que concede o niegue la libertad; 

VI. Los autos que concedan o nieguen la acumulación o los que decreten la separación de los 

procesos; y 

VII. Los autos en los que se nieguen la orden de comparecencia o de detención, sólo por el Ministerio 

Público. 

ARTICULO 94. PERSONAS QUE PODRAN INTERPONER EL RECURSO DE APELACION 

Tendrán derecho a interponer el recurso de apelación: 

I. El adolescente; 

II. Los legítimos representantes del adolescente; y en su caso los encargados del adolescente; 

III. El defensor del adolescente; 

IV. El Ministerio Público; y 



V. La víctima u ofendido por la conducta tipificada como delito, sólo en lo relativo y en lo conducente 

a la reparación del daño. 

Al interponer el recurso o en la fecha señalada para la audiencia de vista, se expresarán por escrito 

los agravios correspondientes. 

ARTICULO 95. DEFICIENCIAS EN LOS AGRAVIOS 

La Sala sólo deberá suplir las deficiencias en la expresión de agravios cuando el recurrente sea el 

adolescente o su defensor. 

ARTICULO 96. TERMINO Y FORMA EN QUE SE INTERPONE EL RECURSO 

El recurso de apelación deberá interponerse por escrito o de palabra, dentro de los tres días 

posteriores al momento en que surta efectos la notificación de la resolución impugnada y dentro de 

los cinco días siguientes de notificada si se trata de sentencia. 

ARTICULO 97. SUBSTANCION Y RESOLUCION DEL RECURSO DE APELACION 

El recurso de apelación se substanciará y resolverá acorde con las reglas, excepto en los plazos, 

que prevé el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

Los plazos serán los siguientes: 

I. El original o testimonio deberá remitirse al Tribunal Superior dentro del plazo de un día; 

II. La audiencia de vista deberá de celebrarse dentro del plazo de cinco días siguientes a la recepción 

del proceso o testimonio; 

III. La impugnación contra la admisión del recurso, el efecto o efectos en que se admitió, dentro del 

plazo de un día y resolverse en un tiempo igual; 

IV. Declarado visto el recurso, éste deberá resolverse dentro del plazo de cinco días; 

V. La resolución deberá engrosarse y notificarse, en forma persona, dentro del plazo de dos días 

hábiles posteriores a que se dicte. 

TITULO QUINTO 

DE LA EJECUCION DE LAS MEDIDAS 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 98. PROPOSITO DE LA EJECUCION DE LAS MEDIDAS 

La ejecución de las medidas tiene como propósito fundamental que el adolescente no reitere o 

cometa otra conducta tipificada como delito, dándole los elementos de convivencia social, a través 

de la educación y de la realización de todas las acciones necesarias que permitan su desarrollo 

biopsicosocial, la mejor integración a su familia y en la sociedad, así como el desarrollo de sus 

capacidades y de su sentido de responsabilidad. 

ARTICULO 99. CONDICIONES MINIMAS PARA GARANTIZAR LA MEDIDA DURANTE LA 

EJECUCION 

Para la realización de los fines señalados en la presente Ley, se garantizarán durante la ejecución 

de la medida las siguientes condiciones mínimas: 



I. Satisfacer las necesidades educativas del adolescente sujeto a cualquiera de las medidas previstas 

por esta Ley; 

II. Posibilitar su desarrollo biopsicosocial; 

III. Reforzar su sentimiento de dignidad y autoestima; 

IV. Incorporar al adolescente a un Programa Personalizado de Ejecución; y 

V. Fomentar, cuando sea posible y conveniente, los vínculos familiares y sociales que contribuyan a 

su desarrollo biopsicosocial. 

ARTICULO 100. COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD EJECUTORA 

La Autoridad Ejecutora, tendrá competencia para resolver los conflictos que se presenten durante la 

ejecución de la medida y para vigilar y garantizar el cumplimiento de los objetivos fijados por esta 

Ley. 

ARTICULO 101. LA AUTORIDAD EJECUTORA PARA LA REINTEGRACION DEL ADOLESCENTE 

PODRA INCLUIR A PADRES, TUTORES O QUIENES EJERZAN LA PATRIA POTESTAD 

La participación de los padres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad será fundamental para la 

ejecución y cumplimiento de la medida impuesta al adolescente. En este sentido, la Autoridad 

Ejecutora podrá incluir, si así lo estima conveniente alguna de las siguientes acciones, a fin de 

fortalecer y contribuir a la integración social y familiar del adolescente, asistiendo a: 

I. Programas comunitarios de apoyo y protección a la familia; 

II. Programas de escuela para padres; 

III. Programas de orientación y tratamiento de alcoholismo y/o drogadicción; 

IV. Programas de atención psicológica y/o psiquiátrica; 

V. Cursos o programas de orientación; y 

VI. Cualquier otro que contribuya a la integración social del adolescente. 

ARTICULO 102. COLABORACION PARA EL CUMPLIMIENTO EFECTIVO DE LA MEDIDA 

Las personas mencionadas en el artículo anterior colaborarán junto con la Autoridad Ejecutora para 

lograr el cumplimiento efectivo de la medida impuesta al adolescente. 

CAPITULO II 

DE LA AUTORIDAD EJECUTORA 

ARTICULO 103. UNIDAD ADMINISTRATIVA DE LA SECRETARIA DE GOBIERNO DEL DISTRITO 

FEDERAL 

La Secretaría de Gobierno del Distrito Federal contará con una Unidad Administrativa cuyo objeto 

será llevar a cabo las funciones de prevención general y especial, así como las conducentes a 

alcanzar la reintegración social de los adolescentes. 

ARTICULO 104. ORGANO RESPONSABLE 

La Autoridad Ejecutora, es el órgano responsable de la aplicación, cumplimiento y seguimiento de 

las medidas impuestas a los adolescentes, tendrá a su cargo el desarrollo de los programas 

personalizados para la ejecución de las medidas y las de orientación y supervisión, en términos de 

lo señalado por la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal. 



ARTICULO 105. CONVENIOS DE COORDINACION 

La Autoridad Ejecutora podrá celebrar convenios de coordinación con instituciones u organismos 

públicos o privados, para la implantación de los mecanismos de ejecución de las medidas. En este 

caso dichos organismos, en lo referente a la ejecución de las medidas, estarán bajo el control y 

supervisión de dicha autoridad. 

ARTICULO 106. EL PERSONAL DE EJECUCION 

El personal de la autoridad ejecutora deberá ser competente, suficiente y especializado en las 

diferentes disciplinas que se requieran para el adecuado desarrollo de sus funciones. Estos 

funcionarios y especialistas deberán tener experiencia en el trabajo con adolescentes. 

ARTICULO 107. ATRIBUCIONES DE LAS AUTORIDADES DE LOS CENTROS DE 

INTERNAMIENTO 

En los Centros de Internamiento, existirán áreas distintas para hombres, mujeres, procesados y 

sentenciados, así como para quienes padezcan de su salud física o mental, separando a quienes en 

cada etapa continúen como adolescentes o adquieran la mayoría de edad. Son atribuciones de las 

autoridades de los centros de internamiento las siguientes: 

I. Aplicar las medidas de internamiento, conforme a su competencia, impuestas por el Juez; 

II. Poner en práctica inmediatamente el Programa Personalizado de Ejecución; 

III. Informar al Juez sobre cualquier trasgresión de los derechos o garantías de adolescentes, así 

como de la inminente afectación a los mismos; 

IV. Procurar la plena reintegración familiar, social y cultural de los adolescentes; 

V. Cumplir de inmediato con las resoluciones y requerimientos del Juez para Adolescentes; 

VI. Informar por escrito al Juez, cuando menos cada seis meses, sobre la forma en que está siendo 

cumplida la medida, cualquier obstáculo que se presente para el cumplimiento de la misma, el 

comportamiento y estado general de los adolescentes; 

VII. Estar en contacto permanente con los padres, familiares, tutores, o con quienes ejerzan la patria 

potestad o la custodia de adolescentes sujetos a medida, a fin de mantenerlos informados sobre el 

cumplimiento de ésta y sobre su estado físico y mental; 

VIII. No utilizar la fuerza física o instrumentos de coerción, excepto cuando se hayan agotado todos 

los medios no coercitivos para la imposición de la disciplina, antes de recurrir a ellas; y 

IX. Suscribir los convenios que sean necesarios con otras autoridades, instituciones públicas y 

privadas, así como con organizaciones sociales y civiles, para realizar cursos, talleres y seminarios 

comunitarios y familiares en torno a temas relevantes para la prevención del delito y de la 

reincidencia, así como para la reintegración familiar y social de los adolescentes. 

ARTICULO 108. CONTENIDO DEL EXPEDIENTE DE LA EJECUCION DE LA MEDIDA 

La Autoridad Ejecutora deberá integrar un expediente de ejecución de la medida, el cual contendrá 

la siguiente información: 

I. Los datos relativos a la identidad del adolescente sujeto a una medida de internamiento y, en su 

caso, las conductas reiterantes con las que cuente; 

II. Técnica-jurídica, estudios técnicos interdisciplinarios y sentencia ejecutoriada; 

III. Día y hora de inicio y de finalización de la medida; 



IV. Datos acerca de problemas de salud física y mental conocidos, incluyendo el consumo de drogas 

y de alcohol, siempre que sean indispensables para el cumplimiento de la medida impuesta; 

V. Programa Personalizado de Ejecución, así como sus modificaciones; 

VI. Lugar y términos en que deberá cumplir las medidas impuestas por el Juez; y 

VII. Cualquier otro hecho o circunstancia que se considere importante incluir en el expediente. 

ARTICULO 109. EL PROGRAMA PERSONALIZADO DE LA EJECUCION DE LA MEDIDA 

En todos los casos, la Autoridad Ejecutora deberá elaborar un Programa Personalizado de Ejecución 

de la Medida para el cumplimiento de la misma. Este Programa comprenderá todos los factores 

individuales del adolescente que sean relevantes para la ejecución de su medida, conteniendo una 

descripción clara y detallada tanto de los objetivos pretendidos con su aplicación, como de las 

condiciones y la forma en que ésta deberá ser cumplida por el adolescente. 

ARTICULO 110. INDICAR LOS FUNCIONARIOS BAJO LOS CUALES QUEDARA SUJETA LA 

SUPERVISION Y VIGILANCIA 

En el Programa Personalizado de Ejecución de la Medida se deberán indicar los funcionarios o 

personas bajo las cuales quedará la supervisión y vigilancia del cumplimiento de la medida, quienes 

podrán ser auxiliados por orientadores o supervisores pertenecientes a la Secretaría de Gobierno 

del Distrito Federal, organismos gubernamentales o no gubernamentales o miembros de la 

comunidad. 

Asimismo, se deberán establecer las responsabilidades de estas personas relativas a sus 

obligaciones en la ejecución y cumplimiento de la medida. 

ARTICULO 111. REVISION E INFORMACION DEL PROGRAMA PERSONALIZADO DE 

EJECUCION 

La Autoridad Ejecutora deberá revisar el Programa Personalizado de Ejecución cuando menos cada 

seis meses, informando tanto al adolescente como a sus familiares o representantes, el avance de 

aquél, respecto a la aplicación del programa. 

ARTICULO 112. CUMPLIMIENTO DE LA MEDIDA 

La Autoridad Ejecutora deberá emitir todas las decisiones, resoluciones, medidas disciplinarias u 

otras necesarias para alcanzar el efectivo cumplimiento de la medida; mismas que deberán estar 

debidamente fundadas y motivadas y serán notificadas inmediatamente al adolescente, a su 

defensor, a sus padres o tutores y al Juez, pudiendo inconformarse las partes, y una vez resuelto en 

los términos previstos en el Reglamento de la Institución, se aplicarán en caso de quedar firme. Si 

durante la ejecución de una medida resulta procedente imponer una medida disciplinaria al 

adolescente sujeto a una medida de internamiento, se deberá elegir aquella que le resulte menos 

perjudicial y deberá ser proporcional a la falta cometida. 

Las medidas disciplinarias deberán estar previamente determinadas, ser informadas debidamente a 

los adolescentes, así como el procedimiento para su aplicación, y deberá establecerse la posibilidad 

de impugnación. 

ARTICULO 113. PREPARACION PARA LA SALIDA DEL CENTRO DE INTERNAMIENTO 

Cuando la persona que se encuentre cumpliendo la medida de internamiento esté próxima a egresar 

del centro de internamiento, deberá ser preparado para la salida, con la asistencia de especialistas 

en trabajo social, psicología, psiquiatría o cualquier otro que sea necesario en su caso y si se 

requiere, con colaboración de los padres o familiares. 



ARTICULO 114. VISITA INTIMA 

Todo adolescente que en términos de lo dispuesto por el artículo 641 del Código Civil para el Distrito 

Federal se haya emancipado, durante la ejecución de su medida de internamiento, tiene derecho a 

recibir visita íntima, en los términos que establezcan las disposiciones reglamentarias de cada Centro 

de Internamiento. 

ARTICULO 115. EDUCACION 

Todo adolescente sentenciado sujeto a la medida de internamiento tiene derecho a la educación 

básica obligatoria que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y hasta 

educación preparatoria, según la etapa de formación académica en que se encuentre. 

Cursada la educación básica, y en su caso la preparatoria, el Centro de Internamiento le deberá 

proporcionar la instrucción técnica o formación práctica para el desempeño de un oficio, arte o 

profesión, de conformidad con las disposiciones aplicables y los convenios de colaboración que se 

celebren con las Secretarías en la materia. 

El adolescente que presente problemas cognitivos o de aprendizaje, tendrá el derecho de recibir 

enseñanza especial. El fomento a la lectura deberá ser incentivado y asegurado por las autoridades 

competentes. 

En la educación que se imparta al adolescente indígena así como en las demás actividades que 

realice, deberán tomarse en cuenta los usos y costumbres propios de su pueblo o comunidad. 

ARTICULO 116. ACTIVIDADES OCUPACIONALES 

Todo adolescente sujeto a internamiento deberá realizar al menos una actividad ocupacional que 

complemente la instrucción impartida. Para ello, la autoridad deberá tomar en consideración las 

capacidades y aptitudes del adolescente. 

ARTICULO 117. ALIMENTACION DE CALIDAD Y NUTRICIONAL 

Los adolescentes que se encuentran en un Centro de Internamiento, deberán recibir una 

alimentación de calidad y contenido nutricional propios a su desarrollo. 

ARTICULO 118. EJERCICIOS FISICOS Y ACTIVIDADES RECREATIVAS O DE ESPARCIMIENTO 

Como parte del sistema encaminado a su adaptación social, los adolescentes tendrán derecho a que 

durante su internamiento, se les otorgue el tiempo suficiente para practicar ejercicios físicos y 

actividades recreativas o de esparcimiento, sin que ello afecte la ejecución de la medida. 

ARTICULO 119. LIBERTAD DE CULTO RELIGIOSO 

Todo adolescente tendrá garantizada su libertad de culto religioso en el Centro de Internamiento en 

que se encuentren. 

ARTICULO 120. COMUNICACION AL EXTERIOR DEL CENTRO 

Todo adolescente que se encuentre cumpliendo una medida de internamiento tendrá derecho a 

comunicarse al exterior, con las personas o Instituciones que desee, bajo los lineamientos que fije la 

autoridad ejecutora. 

ARTICULO 121. VISITAS DURANTE EL INTERNAMIENTO 

Los adolescentes tendrán el derecho de recibir visitas durante su internamiento, en los términos que 

fije la autoridad ejecutora. 

ARTICULO 122. DERECHO DE LAS MADRES ADOLESCENTES A TENER A SUS HIJOS 



Las madres adolescentes que cumplan una medida de internamiento, tendrán derecho a permanecer 

con sus hijos mientras dure la medida, en lugares adecuados para ellos. 

ARTICULO 123. PROHIBICION DE INCOMUNICACION, AISLAMIENTO O SANCIONES 

CORPORALES 

Durante la ejecución de la medida, ningún adolescente podrá ser incomunicado o sometido al 

régimen de aislamiento o a la imposición de sanciones corporales. 

ARTICULO 124. DERECHO DE LOS PADRES, TUTORES O QUIEN EJERZA LA PATRIA 

POTESTAD A SER INFORMADOS DEL PROCESO DE REINTEGRACION 

La autoridad ejecutora establecerá contacto estrecho con los familiares de los adolescentes sujetos 

a internamiento, para lo cual a petición del padre, madre, tutor del adolescente o quien ejerza la 

patria potestad, deberá informar lo relativo al avance de su proceso de reintegración. 

ARTICULO 125. PROCEDER EN LOS CASOS DE TRASTORNO MENTAL O DESARROLLO 

INTELECTUAL RETARDADO 

En cualquier momento en que el Ministerio Público, Juez o Autoridad Ejecutora competente, tenga 

conocimiento de que el adolescente presenta trastorno mental o desarrollo intelectual retardado, y/o 

discapacidad física, inmediatamente ordenarán su atención en una institución acorde a sus 

necesidades, ya sea en Instituciones Públicas o Privadas o, en su caso, entregado a sus padres, 

representantes legales, encargados o a quienes ejerzan la patria potestad, a fin de que el 

adolescente sea internado o tratado de acuerdo al problema que presente. 

ARTICULOS TRANSITORIOS 2008 

Publicados en la Gaceta Oficial del Distrito Federal del 14 de noviembre de 2007 

ARTICULO PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su conocimiento y 

aplicación. 

ARTICULO SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor a partir del día 6 del mes de octubre 

del año 2008. 

ARTICULO TERCERO. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberá expedir los reglamentos 

correspondientes, los cuales entrarán en vigor al tiempo que la presente Ley. 

ARTICULO CUARTO. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal IV Legislatura, creará una 

Comisión Especial que dé seguimiento a la convocatoria, selección y capacitación del personal y 

construcción de inmuebles que integrarán el Sistema Especializado en Justicia para Adolescentes, 

para la aplicación de la presente Ley. 

ARTICULO QUINTO. Dentro del plazo de entrada en vigor del presente Decreto, el Jefe de Gobierno 

y las autoridades correspondientes emitirán las convocatorias y cursos de selección y capacitación 

inicial de los funcionarios especializados que integren el personal del Sistema Integral de Justicia 

para Adolescentes del Distrito Federal, de conformidad con los ordenamientos de cada dependencia. 

ARTICULO SEXTO. Los adolescentes sujetos a procedimiento o que se encuentren cumpliendo una 

medida de conformidad con la Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el Distrito 

Federal, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, continuarán cumpliendo las medidas o 

sustanciando el procedimiento de acuerdo con dicha Ley, pero estarán a disposición de las 

Autoridades del Gobierno del Distrito Federal que conformen el Sistema Integral de Justicia para 

Adolescentes, salvo que decidan sujetarse a la Ley que se crea cuando les beneficie. 



ARTICULO SEPTIMO. Las Autoridades Locales del Gobierno del Distrito Federal celebrarán los 

convenios necesarios a efecto de que aquellos adolescentes que se encuentren cumpliendo una 

medida de internamiento por conductas tipificadas como delitos del fuero común, sean trasladados 

a partir de la entrada en vigor de la presente Ley a los nuevos Centros de Internamiento, 

conjuntamente con los procedimientos celebrados en su contra para su radicación en los juzgados 

de Justicia para Adolescentes del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; igualmente 

quedan facultadas las autoridades locales, para celebrar los convenios necesarios con la 

Federación, para la aplicación de esta Ley. 

ARTICULOS TRANSITORIOS 2009 

Publicados en la Gaceta Oficial del Distrito Federal del 24 de febrero de 2009 

ARTICULO PRIMERO. El presente Decreto iniciará su vigencia a partir del día siguiente de su 

publicación. 

ARTICULO SEGUNDO. Se deroga toda disposición que se oponga al presente Decreto. 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los cuatro días del mes de diciembre del 

año dos mil ocho. Por la mesa directiva. Dip. Humberto Morgan Colón, Presidente. Dip. Daniel 

Ordóñez Hernández, Secretario. Dip. Carla Alejandra Sánchezarmas García, Secretaria. Firmas. 

En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, Apartado C, Base Segunda, fracción II, inciso 

b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto 

de Gobierno del Distrito Federal, para su debida publicación y observancia, expido el presente 

Decreto Promulgatorio, en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la 

Ciudad de México, a los dieciséis días del mes de enero del año dos mil nueve. El Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal, Marcelo Luis Ebrard Casaubon. Firma. El Secretario de Gobierno, José Angel 

Avila Pérez. Firma. El Secretario de Salud, Armando Ahued Ortega. Firma. El Secretario de 

Desarrollo Social, Martí Batres Guadarrama. Firma. El Secretario de Educación, Axel Didriksson 

Takayanagui. Firma. El Secretario de Seguridad Pública, Manuel Mondragón y Kalb. Firma. 


